PROCEDIMIENTO ORDINARIO 582/2010

A LA SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE NAVARRA

DON RICARDO BELTRÁN GARCÍA, Procurador de los Tribunales,  en nombre y representación, tal como tiene acreditado en Autos del presente recurso contencioso administrativo de la FUNDACIÓN SUSTRAI ERAKUNTZA, ante la Sala comparece y como mejor proceda en derecho DICE:

Que por medio del presente escrito, evacuando el plazo conferido por Providencia de fecha 3 de noviembre de 2010, formaliza DEMANDA en el presente procedimiento, con base en los siguientes

HECHOS

PRIMERO.- Los que se derivan del expediente administrativo, y especialmente los que se relacionan a continuación.

SEGUNDO.- Con fecha 28 de noviembre de 2006, el Consejero de Obras Públicas, Transportes y Comunicaciones presentó para su tramitación como Plan de Incidencia Supramunicipal el “Plan de Desarrollo del Area de la Nueva Estación del Tren de Alta Velocidad y del Area de la Antigua Estación de Tren de Pamplona”, así como la correspondiente Evaluación Estratégica Ambiental. (Folio 1 del Expediente Administrativo y Cd denominado “Parque Residencial Camino de Santiago PSIS aprobación inicial. Noviembre 2006” y que esta parte en lo sucesivo denominará CD1).

TERCERO.- Entre el 28 de noviembre de 2006 y el  23 de febrero de 2007 el Director del Servicio de Ordenación del Territorio y Urbanismo solicita informes a los siguientes organismos: Dirección General de Medio Ambiente, Departamento de Cultura y Turismo-Institución Príncipe de Viana, Dirección General de Ferrocarriles, Dirección de Atención Primaria, Departamento de Educación, Director General de Obras Públicas, Secretaría Técnica del departamento de Bienestar social, Deporte y Juventud, Mancomunidad de la Comarca de Pamplona y Directora General de Cultura. (Folios 7 a 14 del expediente).

La sección de Bienes Muebles y Arqueología, emite informe favorable el 15 de febrero y el 16 de marzo de 2007 (folios 16 a 19 del expediente). En el mismo sentido informan la Dirección de Atención Primaria el 4 de abril de 2007 y el Departamento de Educación el 16 de abril de 2007 (folios 20 a 22 del expediente).

El 16 de febrero de 2007 el Director del Servicio de Integración Ambiental  emite informe desfavorable (folios 48 a 55 del expediente) en el que  tras constatar que “el contenido de los diferentes estudios presenta deficiencias importantes en cuanto a la interpretación de los resultados y medidas protectoras a desarrollar” expone una serie de consideraciones medioambientales a corregir tales como la inundabilidad, calidad acústica, incidencias en el paisaje o contaminación de suelos, algunas de las cuales, de tal entidad que “se recomienda no autorizar hasta que el Promotor subsane la información presentada”.

Y el 19 de marzo el mismo organismo amplía su informe para completar el elenco de deficiencias de la documentación sometida por el Promotor a Evaluación Ambiental Estratégica. (Folios 56 a 63 del expediente administrativo).

El 2 de mayo de 2007, el Servicio de Ordenación del Territorio y Urbanismo  emite informe previo a su tramitación del Plan Sectorial de Incidencia Supramunicipal del Desarrollo del Area de la Nueva Estación del Tren de Alta Velocidad y del Area de la Antigua Estación de Tren en Pamplona” promovido por el Departamento de Obras Públicas, Transportes y Comunicaciones (folios 25 a 45 del expediente). En primer lugar dicho organismo considera completa la documentación del PSIS que resulta ser Memoria, Planos de Información, Planos de Ordenación, Normativa Urbanística y Anexos (Estudio Hidrológico, Estudio Geotécnico, Estudio de Tráfico y Justificación de Sección de Viales, Estudio de Incidencia Ambiental, Estudio de Ruido y Valoraciones). Además en el mismo informa formulando las siguientes propuestas a la Comisión de Ordenación de Territorio:

“1º. Declarar el proyecto de “Desarrollo del área de la nueva estación del tren de alta velocidad y del área de la antigua estación de tren de Pamplona”, promovido por el Departamento de Obras Públicas, Transportes y Comunicaciones, como Plan Sectorial de Incidencia Supramunicipal (…)

2º. Antes de la aprobación definitiva del expediente, el Departamento promotor procederá a la aportación, o en su caso, corrección de los aspectos referidos en los apartados de “Informes solicitados y emitidos”, de “Consideraciones Territoriales”, de “Consideraciones urbanísticas” y de Consideraciones Medioambientales de la parte expositiva de este Acuerdo.    
3º. Someter el expediente, por el plazo mínimo de treinta días, a los trámites simultáneos de información pública, y audiencia al Ayuntamiento cuyo término queda afectado por las actuaciones previstas, a efecto de lo dispuesto en la Ley Foral 35/2002, de 20 de diciembre, de Ordenación del Territorio y Urbanismo y en la Ley 4/2005, de Intervención para la Protección Ambiental. (…)”

El 3 de mayo de 2007, el Director del Servicio de Integración Ambiental informa declarando suficiente el contenido del Estudio de Incidencia Ambiental conforme a la Ley Foral 4/2005, de 22 de marzo (folio 46 del expediente), señalando no obstante los siguientes temas clave desde el punto de vista ambiental que deberán quedar adecuadamente resueltos durante la tramitación del expediente:

Actuaciones sobre los ríos y soluciones en relación con la inundabilidad de las diferentes áreas incluidas en el PSIS.
Medidas correctoras a desarrollar en los Proyectos de Urbanización en relación con el cumplimiento de los niveles de ruido en las zonas urbanas. 

Situación tras la aplicación de las medidas correctoras de la calidad ambiental y paisajística del entorno del río Elorz y las Ripas de Barañain.

Plan de actuaciones en relación con los suelos contaminados HUNTSMAN.”

Por último, en abril de 2007 la Dirección General de Ferrocarriles emite informe. (Folios 64 a 66 del expediente administrativo)

CUARTO.- Tras el correspondiente informe de la Comisión de Ordenación del Territorio, el 21 de mayo de 2007 Gobierno de Navarra acuerda, a propuesta del Consejero de medio  Ambiente, Ordenación del Territorio y Vivienda (folios 69 a 82 del expediente):

“1º. Declarar el  “Plan de Desarrollo del Area de la Nueva Estación del Tren de Alta Velocidad y del Area de la Antigua Estación de Tren de Pamplona”, promovido por el Departamento de Obras Públicas, Transportes y Comunicaciones, como Plan Sectorial de Incidencia Supramunicipal (…)

2º. Señalar que antes de la aprobación definitiva del expediente, el Departamento promotor procederá a la aportación, o en su caso, corrección de los aspectos referidos en los apartados de “Informes solicitados y emitidos”, de “Consideraciones Territoriales”, de “Consideraciones urbanísticas” y de Consideraciones Medioambientales de la parte expositiva de este Acuerdo.    
3º. Someter el expediente, por el plazo mínimo de treinta días, a los trámites simultáneos de información pública, y audiencia a los Ayuntamientos cuyos términos quedan afectados por las actuaciones previstas, a efecto de lo dispuesto en la Ley Foral 35/2002, de 20 de diciembre, de Ordenación del Territorio y Urbanismo y en la Ley 4/2005, de Intervención para la Protección Ambiental. (…)”

Los documentos que se someten a información pública son los referidos hasta ahora en los hechos de esta demanda y contenidos en el Cd denominado en el expediente administrativo “Doc. Exp. RCA BON 13-6-2007. Parque residencial Camino de Santiago” y que esta parte denominará en lo sucesivo CD2), significando que en el estudio de incidencia ambiental planteado con la solicitud inicial y por tanto sometido a información pública no se contiene un estudio de alternativas a la ubicación propuesta por la promotora, ni el estudio hidrológico completo y que el anexo 2 “estudio geotécnico” está fechado en marzo de 2010.

El 17 de julio de 2007 emite 3 informes la Mancomunidad de la Comarca de Pamplona, uno por cada servicio público de cuya gestión es titular. (Folios 117 a 140 del expediente). En el primero de ellos, aborda las cuestiones de abastecimiento y saneamiento y se pronuncia en sentido desfavorable a la propuesta del Promotor en relación al colector comarcal C-15 exigiendo que se realice “previamente a la aprobación del PSIS un estudio de la capacidad del colector, que deberá contar con la aprobación de S.C.P.S.A.(…). En el segundo informe la Mancomunidad de la Comarca de Pamplona expresa la inadecuación del planteamiento sobre recogida neumática en el ámbito I y condiciona la del ámbito II a la realización de un estudio de viabilidad por los servicios técnicos de Mancomunidad. 

El 6 de agosto de 2007 Gobierno de Navarra acuerda abrir un nuevo periodo de información pública del Plan Sectorial de Incidencia Supramunicipal “Plan de Desarrollo del Area de la Nueva Estación del Tren de Alta Velocidad y del Area de la Antigua Estación de Tren de Pamplona”, hasta el 15 de septiembre  de 2007 (Folios 144 a 146 del expediente).

Tal y como consta en los folios 737 a 745 del expediente, el 14 de agosto de 2007 el Servicio de Integración Ambiental remite a la Confederación Hidrográfica del Ebro resumen de los resultados de los muestreos sobre el suelo y el agua subterránea superficial realizados por la empresa HUNTSMAN ADVANCED MATERIAL SPAIN, S.L., al parecer contenidos en sendos informes que no constan en el expediente administrativo.  

El 4 de septiembre de 2007 la Dirección General de Aviación Civil informa desfavorablemente el PSIS en lo que a Servidumbre Aeronáuticas se refiere.  (Folios 747 a 757 del expediente).

En ambos periodos de información pública se formularon las alegaciones contenidas en los folios 157 a 736 del expediente administrativo.

Fuera del periodo de información pública las empresas promotoras propietarias de parte de los terrenos incluidos en el ámbito del PSIS presentan alegaciones solicitando la revisión de las previsiones del PSIS. (Folios 773 a 778 y 790 a 795 del expediente administrativo).

QUINTO.- En los folios 761 a 772 del expediente  a petición del Director del Servicio de Vivienda, aparece informe del Director de Protección Civil de 1 de febrero de 2008 sobre la habitabilidad de viviendas que se encuentran dentro de las zonas de intervención y alerta de la empresa HUNTSMAN ADVANCED MATERIALS SPAIN, S.L. de Pamplona que desarrolla actividades clasificadas como peligrosas.

El 10 de diciembre de 2008 tiene entrada en el Departamento de Obras Públicas, Transportes y Comunicaciones de Gobierno de Navarra, informe de la Confederación Hidrográfica del Ebro (folios 779 a 789 del expediente administrativo). En el mismo, se reprocha la ausencia de previsiones en cuanto a las necesidades hídricas y en lo relativo a las fuentes de suministro para conocer si existe disponibilidad de recursos hídricos en origen. Igualmente, se reprocha el insuficiente estudio, previsión y medidas correctoras en cuanto a la inundabilidad de los terrenos en la ribera de los ríos Elorz y Sadar. 

El 12 de marzo de 2009 la Dirección General de Aviación Civil vuelve a informar desfavorablemente el PSIS.  (Folios 796 a 807 del expediente).

SEXTO.- El 10 de septiembre de 2009 el Departamento de Obras Públicas, Transportes y Comunicaciones remite al departamento de Desarrollo Rural y Medio Ambiente el proyecto “Parque Residencial Camino de Santiago” encuadrado dentro de la Modificación del plan de desarrollo del área de la nueva estación del tren de alta velocidad y del área de la antigua estación de tren de Pamplona a efectos de Declaración de Incidencia Ambiental. (Folio 812 del expediente administrativo y Cd denominado “PSIS. Area de la Nueva Estación del TAV. Doc. Remitida para aprobación definitiva. Dic 2009” y que en adelante esta parte denominará CD3).  El contenido del nuevo PSIS es una Memoria, Adenda al estudio de tráfico, Adenda estudio de incidencia ambiental, nuevo estudio de ruido, nuevas valoraciones, informe de modificaciones de aprobación inicial, normativa y estudio económico. 
Con motivo de este nuevo PSIS,  la Sección de Evaluación Ambiental del Servicio de Calidad Ambiental  remite a la Sección de Recursos Hidráulicos Adenda al Estudio Hidrológico, Adenda al Estudio de Incidencia Ambiental e Informe de Modificaciones a fin que de dictamine sobre la idoneidad de actuación en materia de la competencia de esta Sección (folios 838 y 839 del expediente) con resultado negativo y señalando aún deficiencias en cuanto a inundabilidad y el cauce del río Elorz.

Igualmente,  la Dirección General de Obras Públicas de Gobierno de Navarra remite esta nueva documentación a AENA y le solicita el correspondiente informe. Como puede apreciarse en los folios 813 a 816 del expediente, el 26 de octubre de 2009 dicho organismo emite “Informe sobre la documentación complementaria relativa al “Plan de Desarrollo del Area de la Nueva Estación del Tren de Alta Velocidad y del Area de la Antigua Estación de Tren en Pamplona.”
También dentro de este periodo de tramitación del nuevo PSIS, el 19 de noviembre de 2009, el Departamento de Obras Públicas, Transportes y Comunicaciones, remite al Jefe de Sección de análisis y planificación territorial  documento de modificaciones. (Folio 817 del expediente)    
El 23 de noviembre de 2009 el Departamento de Vivienda y Ordenación del Territorio remite al Departamento de Educación “documento para la resolución del PSIS que introduce modificaciones sustanciales en el mismo” (folios 818 a 821 del expediente) y que es informado el 10 de diciembre de 2009 tal y como consta en el folio 842 del expediente. 

Con posterioridad al antedicho documento para la resolución del PSIS que introduce modificaciones sustanciales en el mismo, el 25 de noviembre de 2009, la Dirección General de Aviación Civil emite finalmente informe favorable. (Folios 822 a 836 del expediente administrativo).

Así mismo, el 14 de diciembre de 2009 informa ADIF señalando que la modificación del PSIS supone una alteración tal que requiere del consenso de las partes firmantes del Protocolo General firmado entre el Mº de Fomento, Adif y Comunidad Foral de Navarra de 16 de mayo de 2009. Folios 843 a 845 del expediente).

Tal y como aparece en los folios 862 a 904 del expediente, la Comisión Técnica de Seguimiento del ”Protocolo de Colaboración entre el Ministerio de Fomento, Renfe, Gobierno de Navarra, Ayuntamiento de Pamplona, Ayuntamiento de ZiZur Mayor y Ayuntamiento de la Cendea de Cizur informa favorablemente, si bien  queda constancia de la queja de esta última entidad local sobre “la falta de información que ha tenido sobre el desarrollo del Plan”.

En los folios 905 a 1175 del expediente consta informe del órgano sustantivo de diciembre de 2009 y en los folios 1176 a 1224 Informe previo a su resolución del PSIS del Departamento de Vivienda y Ordenación del Territorio que es completado el 15 de enero de 2010 tal y como consta en los folios 1240 a 1243 del expediente. 

SÉPTIMO.- Según figura en los folios 1232 y 1233 del expediente, el 30 de diciembre de 2009 el Director General de Medio Ambiente y Agua dicta Resolución 2666/2009 por la que se formula Declaración de Incidencia Ambiental sobre el Plan Sectorial de Incidencia Supramunicipal de Desarrollo del Area de la Nueva Estación del Tren de Alta Velocidad y del Area de la Antigua Estación del Tren en Pamplona, promovido por el Departamento de Obras Públicas, Transportes y Comunicaciones. 

OCTAVO.- Tras el correspondiente informe favorable de la Comisión de Ordenación del Territorio, el Gobierno de Navarra, en sesión de 18 de enero de 2010 adoptó Acuerdo por el que se aprueba el Plan Sectorial de Incidencia Supramunicipal de Desarrollo del Area de la Nueva Estación del Tren de Alta Velocidad y del Area de la Antigua Estación del Tren en Pamplona, promovido por el Departamento de Obras Públicas, Transportes y Comunicaciones. (folios 1244 a 1293 del expediente)

NOVENO.- Finalmente, por Resolución 776 de 27 de mayo de 2010 el Director General de Vivienda y Ordenación del Territorio dispone la publicación en el BON de la Normativa del PSIS para el “Desarrollo del Area de la Nueva Estación del Tren de Alta Velocidad y del Area de la Antigua Estación de Tren de Pamplona” cuyo texto refundido es el contenido en el  Cd del expediente denominado “Parque Residencial Camino de Santiago. Texto Refundido. Marzo 2010 y que en esta demanda denominaremos CD4).

DECIMO.- Se acompaña como documento nº 1 de la demanda certificado de la Fundación Sustrai Erakuntza.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA

Corresponde a la Jurisdicción Contencioso Administrativa el conocimiento del presente recurso y el órgano jurisdiccional al que Se dirige es el competente de acuerdo con lo establecido, respectivamente en los artículos 1,2,6 y siguientes de la Ley 29/1998 de 13 de julio reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.

SEGUNDO.- LEGITIMACIÓN

Está legitimada activamente la recurrente, de acuerdo con el art. 19.1 a) de la LJCA.  La parte demandada es la Administración, conforme a lo establecido en el art. 21.1 a) del mismo cuerpo legal.

TERCERO.- REPRESENTACIÓN PROCESAL Y DEFENSA

Esta parte se encuentra asistida por Letrado y representada por Procurador legalmente habilitado al efecto.

CUARTO.- FONDO DEL ASUNTO. VULNERACIÓN DE LA NORMATIVA COMUNITARIA, ESTATAL Y FORAL RELATIVA AL DERECHO A LA INFORMACIÓN Y PARTICIPACIÓN EN MATERIA MEDIOAMBIENTAL.

En el presente procedimiento, son varias las cuestiones medioambientales que a entender de esta parte, no han sido debidamente sometidas al público no solo para su conocimiento sino también para el ejercicio de su derecho a formular aportaciones y sugerencias.  

Se trata básicamente de aquellas que en febrero y marzo de 2007 el Director del Servicio de Integración Ambiental  relacionó en sendos informes desfavorables al PSIS tal y como consta en los folios 48 a 55 del expediente y de tal entidad que recomendaba no autorizar hasta que el Promotor subsanara la información presentada.  Son las mismas consideraciones medioambientales que el Servicio de Ordenación del Territorio y Urbanismo estima deben ser corregidas antes de la resolución del PSIS en su informe de 2 de mayo de 2007 y que son: calidad acústica, recursos hídricos e inundabilidad, contaminación acústica y de suelos y vibraciones.
A) CALIDAD ACUSTICA

Existe un primer informe sobre el ruido que forma parte de la Evaluación de Impacto Ambiental realizada para la aprobación del PSIS que ahora se recurre. Dicho informe, incluido en el CD nº 2 y por tanto sometido al procedimiento de información pública en su día como base para que el público pudiera conocer la información medioambiental y por tanto pudiera opinar, se basa en los estudios de tráfico realizados hasta entonces y suministrados por terceras personas (pag. 3 del informe), en concreto el grupo consultor TARYET y para otra empresa que no aparece en el presente expediente (NASUINSA). 

Los estudios de TARYET no aparecen referenciados en el presente expediente en cuanto a su metodología y objetivos y por tanto no han podido ser accesibles para el público a la hora de determinar su habilidad o no para servir de base al estudio acústico que pretendía sustentar la actuación propuesta. Con independencia de lo anterior, este informe realizado con fecha 2 de mayo de 2007 recoge en su introducción cómo a requerimiento de Gobierno de Navarra se introducen una serie de medidas correctoras a fin de no superar los niveles de 55 y 65 decibelios correspondientes a la aplicación del art. 21 del entonces vigente Decreto Foral 135/1989 de 8 de junio en el que se prevé que “Los niveles sonoros equivalentes del ruido de tráfico, estimados de acuerdo con las previsiones del mismo, no podrán ser superiores a 65 decibelios durante el día y 55 decibelios durante la noche en las fachadas de los edificios sanitarios, docentes o residenciales, pudiendo admitirse incrementos no superiores a 5 decibelios sobre los mencionados valores en los tramos viarios cuyas características topográficas u otras circunstancias particulares determinen un trazado obligado.”

Con base en estos estudios de tráfico y esa legislación se realiza el citado estudio acústico que se considera favorable, ya que se cumplen los objetivos del mencionado decreto foral. No obstante, el mismo informe ya deja claro que se está elaborando cuando ya está en vigor la Ley 37/2003 de Ruido a cuyas pretensiones debe acomodarse y que a pesar de que no existe todavía publicado un desarrollo normativo, se va a adecuar a lo previsto también en el borrador de Reglamento que en ese momento estaba en tramitación (febrero de 2007) y que contemplaba valores límite de calidad acústica de 60 y 50 decibelios respectivamente, por tanto más bajos que los del Decreto Foral 135/1989. Nótese que en el cuerpo del escrito, al analizar las tablas aplicables, el informe considera siempre que estamos ante la posible aplicación del Anexo II tabla A, es decir, con respecto a áreas urbanizables, un total de 60/50 decibelios lo que, tras el oportuno análisis, y en las circunstancias ya expuestas, considera que se cumple en un 97% de los casos.

Lo que ocurre es que este primer estudio se va a ver superado por los acontecimientos, tanto por los cambios que se producen en la propuesta de ordenación con posterioridad al trámite de información pública  (y con independencia de la misma) como por la aprobación de una normativa sobre ruido  en el año 2007 que, aunque tardía, viene a desarrollar la Ley de 2003.

En consecuencia, y para tratar de dar respuesta a estos problemas, se elabora un informe posterior, que se localiza en el CD. 3 y que se realiza tras el trámite de información pública, con lo que insistimos que el público nunca tuvo conocimiento del mismo y nunca pudo alegar nada. El motivo de la elaboración de un nuevo informe sobre ruido obedece, como hemos adelantado, a varias razones enumeradas todas ellas en el propio documento de fecha junio de 2009. Por tanto, una vez entrado en vigor el Real Decreto 1367/2007 como se reconoce en la primera página del informe, habiendo cambiado además el contenido de la propuesta de urbanización por una parte y el contenido del estudio de tráfico aportado por la otra. 

Sin embargo, se dice que “a requerimiento del peticionario y dado que el inicio de la tramitación del expediente (noviembre de 2006) es anterior a la entrada en vigor del RD 1367/07 (publicado en el BOE con fecha 19 de octubre de 2007) el presente estudio de impacto acústico analiza todas las medidas correctoras pertinentes que cumplan con la legislación aplicable en la fecha de inicio de la tramitación, es decir el D. F 135/89”.

Esta valoración jurídica, que no corresponde a los suscribientes, y realizada “a requerimiento del peticionario”, es decir el equipo redactor del Proyecto, no es inocua. 

Por una parte contradice el propio criterio de los redactores del estudio que ya en la versión anterior, sometida a información pública, habían tenido en cuenta incluso el borrador del proyecto de Real Decreto y por tanto unos objetivos de calidad acústica ordenados por la Ley y su reglamento de desarrollo de 60/50 decibelios, y no de 65/55 como parece que se ven “requeridos” en este momento. Por tanto, desaparece toda mención a este objetivo de calidad acústica. 

Sin embargo, hay que tener en cuenta que quien hace este requerimiento no es el Gobierno de Navarra, entidad en última instancia promotora del PSIS. Esto es así porque existe un escrito del Servicio de Calidad Ambiental que obra en el expediente que pone de manifiesto que el informe presentado no cumple con los objetivos de calidad acústica para las nuevas áreas urbanizadas establecidos por el Real Decreto 1367/2007 que desarrolla la Ley del Ruido. Por tanto el Gobierno de Navarra también entendía que era aplicable la nueva legislación sobre ruido. En consecuencia, quien en definitiva parece que hace ese requerimiento es el propio equipo redactor del Proyecto, que defiende en un informe presentado con fecha 14 de diciembre de 2009 que no debe aplicarse el objetivo de calidad previsto en el mencionado reglamento para las nuevas áreas urbanizadas (folio 846 y siguientes del expediente, conclusiones al folio 851) porque, resumiendo la argumentación, la infraestructura que genera el problema de ruido, Avda. de Arostegui, es una infraestructura ya existente.

A pesar de relajar los objetivos de calidad acústica, nos remitimos al informe de junio de 2009 presentado para ver la cantidad de problemas y cambios que deben hacerse en el proyecto de urbanización a fin de intentar adecuar el Proyecto a lo establecido en la normativa (desfasada) sobre ruido, teniendo en cuenta un volumen de tráfico y de ruido mucho mayor que el que se había previsto en el primer informe de tráfico que se extrae de otro expediente y que por tanto está incompleto y que es el único que fue sometido a información pública. 

En el informe que consta en el CD 3 del expediente constan dichos cambios, que son de importancia, al desplazar edificios, zonas residenciales, cambiar el uso de las parcelas etc. Todo lo cual nos hace pensar que la aplicación de la normativa ya derogada no tiene otro interés que viabilizar el PSIS mismo, dado que de aplicar la normativa en vigor sobre ruido esta viabilidad creemos que estaría seriamente comprometida.

En conclusión, la nueva ordenación urbana y residencial nace con unos objetivos de calidad acústica ya obsoletos y sin que todavía se haya iniciado la más mínima actividad tendente a construir en el territorio afectado.

Hay que tener en cuenta que el propio acuerdo de Gobierno de Navarra de 21 de mayo de 2007 que declaraba suficiente el proyecto de cara a su exposición pública consideraba clave desde el punto de vista medioambiental el establecimiento de “medidas correctoras a desarrollar en los correspondientes Proyectos de Urbanización en relación con el cumplimiento de los niveles de ruido en zonas urbanas”, medidas correctoras que no estaban suficientemente expuestas ni detalladas en el procedimiento inicial. 

En consecuencia, entendemos que se ha sustraído al conocimiento público y por tanto a las posibilidades de alegación y debate una parte importante (cada vez más) de la materia medioambiental cual es el ruido, porque no ha habido posibilidad de conocer el último estudio realizado con todas las modificaciones hechas que cambian todo el tráfico y la urbanización y por tanto su incidencia en los futuros residentes de la zona.

Vaya por delante que el propio informe técnico aportado al que nos estamos refiriendo no hace ninguna mención a la aplicación del Decreto Foral del año 1989 que por tanto entiende implícitamente derogado. La justificación otorgada se basa en aplicar el Real Decreto 1367/2007 pero con los objetivos de calidad del ANEXO II tabla A correspondientes a las actividades existentes y no de la Tabla A del Anexo III que es la correspondiente a los valores límite de inmisión de ruidos aplicables a nuevas infraestructuras viarias, ferroviarias y aeroportuarias. 

La razón de esta aplicación reside fundamentalmente en el hecho de que se hace una interpretación de la disposición adicional del Real Decreto 1367/2007 en el sentido de que la Avenida Arostegui es ya una infraestructura existente y a la que por tanto no se le pueden aplicar niveles de inmisión más bajos que los que actualmente tiene, con lo que le es aplicable el anexo II, con un objetivo de calidad menor y no el anexo III para las nuevas actividades. Por tanto, se reconoce la aplicación de la nueva legislación al proyecto, pero se devalúa su aplicación con base en considerar que la infraestructura que produce el ruido, la Avenida de Arostegui, ya existe, y como ya existe no se le puede exigir que cumpla unos objetivos establecidos en una legislación posterior. Sin embargo, esta es una interpretación que busca retorcer el derecho para salvar un proyecto que nace así seriamente condicionado, y ello por lo siguiente:

· No se ha estudiado a lo largo del PSIS cuál es el impacto de ruido actual de la Avenida Arostegui, por lo que toda especulación acerca del nivel de ruido tolerable o admitido para dicha vía de comunicación es sencillamente eso, una mera especulación carente de cualquier base fáctica.

· Desconocemos si existe evaluación de impacto ambiental de la actual Avenida de Aróstegui ni cuál es el objetivo de calidad acústica previsto en la actualidad y mucho menos si se cumple, porque no se ha aportado ningún tipo de información medioambiental en ese sentido por parte de los Promotores del Proyecto, ni la eventual Declaración de Incidencia, ni mapa acústico alguno, ni los informes de seguimiento de su cumplimiento que la administración debería hacer y cuya información no se ha puesto a disposición del público.

· Aunque todo lo anterior existiera, es más que discutible, a la vista de la ordenación urbana que se propone, que se pueda considerar la Avenida de Arostegui como una “actividad” ya preexistente, dado que precisamente lo que hace el Plan es remodelar absolutamente esta vía de comunicación de tal manera que la convierte en otra, por capacidad y por función. Y nos basamos en lo siguiente: no discurre por el mismo trazado, ya que se amplía, no va a tener el mismo nivel de tráfico porque acumula otras densidades diferentes de diferentes urbanizaciones previstas y con un nivel de edificabilidad mayor al previsto inicialmente (basta ver el informe de adenda de tráfico), y por último es una vía prevista en el momento actual con un terreno colindante que es rústico, por lo que no es una vía urbana, ni por capacidad, ni por velocidad, ni por permeabilidad, ni por seguridad, lo que resulta definitivo. Por último, se ha establecido en el expediente que el eje vertebrador del conjunto es la avenida de Arostegi, que se convertirá en un vial de seis carriles (tres de entrada y otros tres de salida), descripción que en sí misma es suficiente para entender que no estamos hablando de la misma avenida ahora existente.
Así también, en el estudio de tráfico presentado con fecha noviembre de 2006 (aprovechando documentación realizada por una empresa consultora ya mencionada, TARYET, para un estudio diferente encargado por NASUINSA) se establece (página 3) literalmente que “la Avenida Arostegui, que actualmente cuenta con dos carriles por sentido, será ampliada a tres carriles en el área afectada.” Concluyendo además que “Se construirán nuevos viarios urbanos de entrada y salida a la Ronda Oeste que servirán a su vez de vías distribuidoras de viajes dentro de la zona y hacia el resto de la red viaria urbana”. En la zona ubicada al oeste del área de análisis está previsto la construcción de un viario adicional, para mejorar el acceso sur a Pamplona, que favorecerá la salida y entrada de tráfico a los nuevos desarrollos previstos”.

Este estudio de tráfico de fecha noviembre de 2006 aprovecha un documento elaborado por la consultora Taryet para NASUINSA acerca de la “construcción de un modelo de tráfico para el sector de la comarca de Pamplona y estudio de necesidades del sistema viario y de transporte a medio y largo plazo en función de las previsiones de la ordenación territorial y el planeamiento urbano”. Por tanto, y como hemos dicho, no es un estudio específico realizado para este parque residencial “Camino de Santiago” y por tanto está realizado antes de la aprobación inicial del PSIS por parte del Gobierno de Navarra que es de fecha 21 de mayo de 2007 a propuesta de aprobación del Departamento de vivienda y ordenación del territorio de Gobierno de Navarra de 28 de noviembre de 2006.

En consecuencia, se aprovecha un documento realizado para otros fines totalmente diferentes de los establecidos en el objetivo fijado para su elaboración y que no se adapta para nada al documento urbanístico que se presenta. Es más, eso motiva que exista después una adenda al estudio de tráfico con fecha junio de 2009, posteriormente al trámite de información pública, en la que se tienen que revisar todos los datos, pero esta vez se cogen fuentes diferentes, en concreto datos del “Observatorio de la movilidad y del transporte de la Comarca de Pamplona” en su edición de 2007. Por tanto en realidad no es una adenda, sino un nuevo estudio de tráfico, firmado por un ingeniero urbanista diferente, D. Joaquín Salanueva Etayo, que toma datos de fuentes diferentes, que se refiere a un planeamiento urbanístico modificado sustancialmente con arreglo al proyecto inicial y que no se ajusta a la propuesta inicial porque no tiene en cuenta los diferentes escenarios de tráfico previstos en el primer informe y encima es inconcreto, existiendo contradicciones que no resuelve, dado que si en el primer estudio se concluye para el caso de que exista desarrollo urbanístico en Zizur Nagusia en el año 2025 la Avenida de Arostegui no absorbería el tráfico, el segundo estudio guarda absoluto silencio sobre el particular. Otros fallos del estudio de tráfico que no se subsanan y que determinan su absoluta suficiencia son los que se recogen en el estudio realizado por la Mancomunidad de la Comarca de Pamplona de 13 de julio de 2007 que obran en el CD.4 en la carpeta de Memoria, página 98, dado que no se evalúan de ninguna manera las consecuencias que el transporte público va a tener en el mismo (ver conclusiones en la página 107). En segundo y último lugar, no podemos entender que la Avenida de Arostegui en la configuración que se pretende esté exenta de los objetivos de calidad requeridos por el Real Decreto 1367/2007 que desarrolla la Ley del Ruido 37/2003 porque en realidad el vial se modifica en forma tan sustancial que se convierte en otra cosa. 

Su no aplicación significa básicamente el incumplimiento por la vía de hecho de la normativa europea establecido en la Directiva 2002/49/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de junio de 2002, sobre evaluación y gestión del ruido ambiental que establece que  a más tardar el 31 de diciembre de 2008, los Estados miembros deben informar a la Comisión de todas las aglomeraciones de más de 100.000 habitantes y de todos los grandes ejes viarios y ferroviarios presentes en su territorio. A más tardar el 30 de junio de 2012 y después cada cinco años, deberán elaborarse y, en su caso, aprobarse los mapas de ruido estratégicos sobre la situación del año anterior para esas aglomeraciones y ejes.

Los mapas de ruido deben revisarse y, en su caso, modificarse cada cinco años. El presente PSIS se aprueba en 2010 y ninguna referencia se ha realizado a la elaboración de ese mapa de ruido ni de estudio alguno de la Avenida de Arostegui sobre el que basarnos y por tanto toda referencia a vía existente y los niveles de ruido actuales es, como se ha dicho, un brindis al sol que sólo busca justificar el incumplimiento de la norma. A más abundamiento nos podríamos encontrar que en el desarrollo futuro del Proyecto, que puede alargarse años e incluso décadas, las personas que habiten en el lugar tengan que soportar una legislación desfasada que date del año 1989, como el Decreto Foral que se pretende aplicable en detrimento de la Ley de Ruido del año 2003 y su reglamento que la desarrolla del año 2007. Es evidente que no existe hoy en día la misma sensibilidad medioambiental que hace dos décadas y por tanto hemos de acudir al art. 3 del Código Civil que establece que en la aplicación de las normas habremos de acudir a la realidad social en que se basan las mismas.

No es preciso actualmente insistir en la importancia que ha adquirido esta materia en el derecho medioambiental actual. Para abordar adecuadamente este tema es preciso mencionar la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, que recogiendo la doctrina sentada por el Tribunal Europeo de los Derechos HumanosSentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 9 diciembre 1994 (caso López Ostra contra Reino de España) EDJ1994/13609 , de 19 febrero 1998, (caso Guerra y otros contra Italia) EDJ1998/2076 , la de 8 julio 2003 (caso Hatton y otros contra Reino Unido) EDJ2003/29225 , de 16 noviembre 2004 (asunto Moreno Gómez contra España) EDJ2004/156540 entre otras.

 y las peticiones de un sector de la doctrinaLorenzo Martín Retortillo “La defensa frente al ruido ante el Tribunal Constitucional” RAP nº 115. Enero-abril. 1988, pags 205 y ss y posteriormente por este mismo autor en su artículo “El ruido en la reciente jurisprudencia". RAP nº 125. Mayo-Agosto. Año 1991

, ha venido a reconocer que junto a la protección que brindan algunos principios rectores de la política social y económica como son la protección de la salud (art. 43) y el derecho al medio ambiente (art. 45), la tutela constitucional de los ciudadanos frente al ruido, o al menos frente a las inmisiones más graves y reiteradas, pueden atentar también contra sus derechos fundamentales, especialmente el derecho a la integridad física y moral  (art. 15 CE) y el derecho a la intimidad personal y familiar, y la inviolabilidad del domicilio (art. 18 CE).

La jurisprudencia constitucional ha reconocido que "cuando la exposición continuada a unos niveles intensos de ruido ponga en grave peligro la salud de las personas, esta situación podrá implicar una vulneración del derecho a la integridad física y moral (art. 15 CE)" y que "……en determinados casos de especial gravedad, ciertos daños ambientales aun cuando no pongan en peligro la salud de las personas, pueden atentar contra su derecho al respeto de su vida privada y familiar, privándola del disfrute de su domicilio, en los términos del art. 8,1 del Convenio de Roma (SSTEDH de 9 diciembre 1994 EDJ1994/13609 , y de 19 febrero 1998). Dicha doctrina, de la que este Tribunal se hizo eco en la STC 199/1996, de 3 diciembre, FJ 2 EDJ1996/9676, y en la STC 119/2001, de 24 mayo, FFJJ 5 y 6, debe servir, conforme proclama el ya mencionado art. 10,2 CE, como criterio interpretativo de los preceptos constitucionales tuteladores de los derechos fundamentales (STC 303/1993, de 25 octubre, FJ 8)". 

B) INEXISTENCIA DE RECURSOS HIDRICOS, INUNDABILIDAD Y OTROS.

El PSIS que venimos recurriendo hasta este momento no hace referencia alguna a la suficiencia o no de recursos hídricos para la ejecución del proyecto urbanístico que se pretende. Hemos de hacer referencia expresa al informe de la Confederación Hidrográfica del Ebro de fecha diez de diciembre de 2008 que obra en la página 137 y siguientes de la Memoria incluida en el C.D. 4 en la que se establece que con fecha 13 de junio de 2008 se ha solicitado informe a la Oficina de Planificación Hidrológica a fin de que conforme a lo establecido en el art. 25.4 de la Ley de Aguas en su redacción dada por la Ley 11/2005 de 22 de junio a fin de que aclare la existencia o no de recursos hídricos derivados de las actuaciones previstas por el PSIS. El informe de 10 de septiembre de la citada Oficina mencionado en ese momento concluye que “se deberá tramitar el correspondiente expediente administrativo que ampare las nuevas demandas derivadas del plan/actuación a que hace referencia este informe” añadiendo además que “en la documentación técnica aportada no se especifica el punto de captación de aguas que da servicio a la red de abastecimiento a la cual se pretende/presupone este enganche”. Después hace una serie de consideraciones de que como les consta en sus bases de datos que la localidad de Barañain se nutre de los embalse de Eugi, del Río Arga y de Arteta, parece ser que habrá recursos, sin que se especifique de dónde se van a captar, qué volumen van a tener, sobre qué necesidades (al menos un máximo y un mínimo), se pueden calcular esos recursos…en fin, un mínimo estudio que los promotores no han considerado hacer en ningún momento en la extensa documentación que obra en el expediente administrativo y eso a pesar de que la oficina citada solicita que el peticionario concrete las previsiones de aumento de la demanda. 

Es esta una omisión importantísima de la que carece el Plan que se aprueba y que realmente, no entendemos cómo se ha podido producir y ya puesto, cómo es que se informa favorablemente sin haber estudiado nada y por comparativa a una localidad cercana cuya relación con este asunto no acabamos de ver del todo clara. De hecho, el informe del Jefe de Sección Técnica de la Oficina de Planificación Hidrológica considera la falta de concreción de las necesidades hídricas y de las fuentes de suministro una infracción del artículo 25.4 del Texto Refundido de la Ley de Aguas. Tal infracción a nuestro entender es fatal y como dice dicho precepto aboca al informe desfavorable ya que la deficiencia debe ser subsanada antes del mismo y no cabe relegar la solución de la misma a ulteriores momentos.

Toda esta información llega, por supuesto, fuera del plazo de información pública correspondiente.

Ya hemos hecho cita anteriormente de jurisprudencia relativa a la completitud de que debe gozar un plan de estas características, pareciendo que en la Evaluación de Impacto Ambiental que se realice de un gran proyecto como este debe incluirse lo relativo a los recursos hídricos con un nivel de detalle mayor que la mera referencia a que ya se sacarán de alguna parte. Por eso, no se puede amparar en el Informe de la Confederación Hidrográfica del Ebro, porque la Confederación responde a lo que se le pregunta y con los datos que se le suministran por parte del Promotor, que son ninguno, y por tanto se convierte en una mera formalidad carente de contenido real alguno. 

En este sentido, hemos de hacer mención a alguna jurisprudencia que debemos analizar, en concreto el contenido de la Sentencia del TSJ de Valencia Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 22 de marzo de 2010, nº 349/2010, rec. 1519/2007. (EL DERECHO EDJ 2010/137908)
“Llegados al último motivo de impugnación, el referente a la falta de concesión de aguas por parte de la CHJ el mismo también se debe rechazar. Aquí es también acertada la aseveración de la Generalitat Valenciana, que recuerda lo dicho también por esta Sala, de que del art. 25.4 TRLA y el art. 19.2 LOT 4/2004 no se desprende la necesidad de acreditar la existencia de concesión, sino que basta se acredite la existencia o suficiencia física del recurso y su disponibilidad sobre todo cuando se trata de "actuaciones que no comporten un incremento del consumo del agua", a sensu contrario, lo que va unido al mismo carácter de dicho informe como se dirá. (…) 

Además, el art. 15 del T.R. de la Ley de Aguas reitera nuevamente el derecho a la información en materia de aguas y se remitía a la Ley 38/1995, de 12 de diciembre EDL1995/16620 , sobre el derecho a la información en materia de medio ambiente, en la actualidad ha sido sustituido por Ley 27/2006, de 18 de julio EDL2006/93900 , por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente (incorpora las Directivas 2003/4/ CE y 2003/35 /CE), dentro de esta línea, debe destacarse el Convenio de la Comisión Económica para Europa de Naciones Unidas sobre acceso a la información, la participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente, hecho en Aarhus el 25 de junio de 1998, conocido como Convenio de Aarhus. 

Es decir, la Sala no va a dar por válidos informes que no se ajusten a los parámetros que se acaban de citar, ni al Organismo de la Cuenca ni a las Entidades Colaboradoras o empresas.

A mayor abundamiento, como ya dijimos, si bien a sensu contrario, en el Auto de 15 de enero de 2007, "la Sala entiende como principio que la empresa que propone un instrumento de planeamiento debe acreditar prima facie que cuenta con recursos hídricos para dicho Plan", lo que es el caso en el recurso que nos ocupa. De la misma manera también en Auto de 25 de septiembre de 2009 (y de 23 de noviembre de 2009) se determina lo siguiente: 

"En el auto de esta Sala y Sección de fecha de 15 de enero de 2007 (Ponente Sr. Narbón Laínez), dictado en piezas de medidas cautelares, se razonaba ampliamente sobre esta cuestión, concluyéndose el carácter preceptivo y no vinculante de los informes de los Organismos de Cuenca, estableciéndose las siguientes conclusiones acerca de la interpretación del art. 25 del Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio EDL2001/24107 , por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Aguas y art. 19 de la Ley de la Generalidad Valenciana, 4/2004 de Ordenación del Territorio como son: a)Necesidad de solicitud de informe al Organismo de la Cuenca. Este solicitud de informe es preceptiva, y el mismo debe tomar como base "...lo previsto en la planificación hidráulica y en las planificaciones sectoriales aprobadas por el Gobierno..."; cuando comporten nuevas demandas de recursos hídricos, el informe de la Confederación Hidrográfica se pronunciará expresamente sobre la existencia o inexistencia de recursos suficientes para satisfacer tales demandas.”

En el presente procedimiento lo que resulta obvio es que se va a producir una demanda creciente de recursos hídricos en una urbanización residencial que incorpora además un componente industrial con lo que debería haber un pronunciamiento claro y expreso sobre la existencia o inexistencia de recursos suficientes para satisfacer estas demandas, dado que por el contrario lo único que se hace es establecer la posibilidad condicionada a que se aporten los datos y tal pronunciamiento debe hacerse asimismo satisfaciendo las necesidades de información al público al ser una materia medioambiental conforme a lo establecido en la Ley 27/2006 tan repetida, lo que no se ha realizado en el presente expediente ni por asomo, dado que encima el documento que obra en el expediente se incorpora fuera del trámite de información pública y en un momento en que ya se ha producido la modificación sustancial del proyecto inicialmente sometido a la misma o más bien, como dice la sentencia que acabamos de citar en el sentido que venimos exponiendo en la demanda.
C) SUELOS CONTAMINADOS

Referido a los solares que en la actualidad ocupan  las instalaciones la empresa HUNTSMAN ADVANCED MATERIAL SPAIN, S.L. y sobre cuyo grado de contaminación al parecer se hicieron sendos informes que como se ha dicho no constan en su redacción íntegra en el expediente administrativo, contraviniendo los derechos de información y participación de la ciudadanía. Únicamente consta en el presente expediente una síntesis del informe de investigación de suelos en el emplazamiento de Huntsman en Pamplona de marzo de 2007.

Según la recurrente, se trata de un informe incompleto y confuso en cuanto a la información que contiene. En primer lugar, las coordenadas de referencia no se especifican (las figuras dan una ubicación orientativa)  lo que impide conocer con exactitud los puntos de muestreo a la hora de futuras verificaciones o contrainformes.  Por otra parte, las categorías que se recogen en dicha síntesis son demasiado genéricas y no se especifican los contaminantes que se han estudiado. Es decir, se habla de pesticidas, y de compuestos orgánicos volátiles pero no se concretan cuáles de los recogidos en el Real Decreto 9/2005, de 14 de enero por el que se establece la relación de actividades potencialmente contaminantes del suelo y los criterios y estándares para la declaración de suelos contaminados.  Esto es importante porque existen muchas sustancias con cabida en tales categorías  y cada una tiene diferente tratamiento y limitaciones en la norma. 

La empresa en cuestión no puede eludir tal información a la Administración ni ésta puede dejar de controlarla ya que según el listado inicial que el Departamento de Medio Ambiente, Ordenación del Territorio y Vivienda elabora de 1.250 actividades potencialmente contaminantes de suelos Huntsman es una de las empresas obligadas a elaborar informe de análisis cuantitativo de riesgos (anexo IV del RD 9/2005) que sin embargo, reiteramos no se incluido íntegramente en el PSIS ahora recurrido. 

Por otra parte, cuando se habla de la presencia de contaminantes no se especifican en qué concentración se encuentran, lo que dificulta fiscalizar si se encuentran por debajo o por encima de la ley.

Tal ausencia de información impide calificar el grado de contaminación de los suelos y del agua subterránea y por ende las medidas correctoras que debe prever el PSIS sobre todo atendiendo al uso del suelo que según el Plan se prevé para esa zona. 

D) CONTAMINACION LUMINICA

A este respecto esta parte considera que se han infringido las disposiciones de la Ley Foral 10/2005 de 9 de noviembre sobre ordenación del alumbrado para la protección del medio nocturno. Dicha Ley tiene por objeto según su exposición de motivos “minimizar la alteración de los ciclos biológicos de los seres vivos, de minimizar igualmente el resplandor luminoso nocturno y conseguir la máxima eficiencia energética, es necesario conseguir que las instalaciones de alumbrado respondan a criterios coherentes y racionales”

Esta Ley está desarrollada por el Decreto Foral 199/2007 de 17 de septiembre de 2007. En cuanto al ámbito de aplicación, el art. 1.2 establece que será de aplicación, en el ámbito territorial de la Comunidad Foral de Navarra, a los proyectos, memorias técnicas de diseño y obras de alumbrado exterior, tanto públicos como privados, de nuevas instalaciones, así como a los proyectos de remodelación o ampliación de las existentes en concordancia con el art. 12.1 de la Ley 10/2005 que dice en sede de Régimen de intervención de la Administración que “las características de los alumbrados exteriores, ajustadas a las disposiciones de la presente Ley Foral y de la normativa que la desarrolle, se han de hacer constar en los proyectos técnicos anexos a la solicitud de licencia de actividad y de obras y en los proyectos de urbanización, siendo preceptiva la emisión de informe previo al acuerdo municipal sobre este aspecto, por parte del Departamento competente del Gobierno de Navarra.”

En consecuencia, el ámbito del PSIS cae de lleno en la aplicación de este Real Decreto, al ser un instrumento de ordenación territorial y urbanística. Hay que tener en cuenta que el propio informe del Servicio de Integración Ambiental de Gobierno de Navarra (Página 58 del expediente administrativo) establece que “en cuanto a la contaminación lumínica que pueda generar el proyecto, se deben concretar las medidas correctoras (necesidades de iluminación según zonas, gestión de la iluminación, tipo de luminarias, etc.) que reduzcan el impacto a nivel compatible. Con lo que se reconoce la aplicación de la legislación que antecede y la necesidad de realizar un estudio a nivel de evaluación ambiental, estudio que no se ha hecho. 

Para comenzar, no sabemos cómo está clasificada actualmente la zona que comprende el ámbito territorial del PSIS conforme al art. 2 del Decreto Foral que establece lo siguiente:

“1. Los Ayuntamientos establecerán en su término municipal la zonificación de su territorio a efectos de vulnerabilidad a la contaminación lumínica con los niveles de protección que se establecen, salvo que concurran causas justificadas.

2. La división del territorio en zonas, en función de la vulnerabilidad a la contaminación lumínica se ha de ajustar a la zonificación siguiente:

a) Zona E1: Áreas incluidas en la red de espacios naturales protegidos o en ámbitos territoriales que hayan de ser objeto de una protección especial, por razón de sus características naturales o de su valor astronómico especial, en las cuales sólo se puede admitir un brillo mínimo. Inicialmente, tendrán esta consideración la lista de Lugares de Interés Comunitario aprobada por la Comisión Europea para cada una de las regiones biogeográficas.

b) Zona E2: Áreas incluidas en ámbitos territoriales que sólo admiten un brillo reducido, generalmente fuera de las áreas residenciales urbanas o industriales. Tendrán esta consideración caminos rurales y todas las vías interurbanas, salvo intersecciones, nudos de viales y rotondas.

c) Zona E3: Áreas incluidas en ámbitos territoriales que admiten un brillo mediano, normalmente residenciales urbanas e industriales. Se podrán incluir dentro de esta zona las intersecciones de caminos con carreteras y entre carreteras, sean éstas de la categoría que sean, así como intersecciones, nudos de viales y rotondas.

d) Zona E4: Genéricamente áreas urbanas que incluyen zonas residenciales y para usos comerciales con una elevada actividad durante la franja horaria nocturna. Carreteras generales en travesías urbanas muy transitadas y arterias urbanas. Excepcionalmente podrán tener esta consideración lugares singulares y determinados que por su valor arquitectónico o social puedan considerarse que deban ser resaltados, aunque se ubiquen dentro de Zonas E2 o E3.”

Sobre estas zonas se aplicarán los valores lumínicos que se establecen en los artículos subsiguientes del Decreto Foral, y que no estamos en disposición en este momento de conocer ni de considerar.

Por tanto no hay una determinación suficiente del contenido medioambiental del PSIS por medio de un documento fehaciente, sin que sus determinaciones estén en la memoria de la Evaluación de Incidencia Ambiental, ni en la original ni en la modificada posteriormente, salvo una breve referencia en la página 49 dee la Evaluación de impacto, en un párrafo, en la que se dice que se va a provocar un aumento de la contaminación lumínica ya de por sí muy elevada en Pamplona y cuyo impacto se considera elevado, pudiendo pasar a “compatible” con medidas correctoras y sin que se adjunte ningún estudio del estado actual, la comparativa con el estado futuro, las medidas correctoras que deben implantarse y cuales son las determinaciones para que se considere compatible esa afección. Es como no decir absolutamente nada y debe exigirse más en un instrumento de planeamiento como el que tratamos, sin que quepa derivarlo todo a la fase de construcción y urbanización, ya que en ese momento no se va a poder valorar la conveniencia o no de ejecutar un plan ya aprobado. En todo caso, se ha omitido el informe previo del Departamento correspondiente del Gobierno de Navarra sobre el particular y, como hemos dicho, no se hace ninguna referencia a la zonificación.

E) VIBRACIONES

No se ha hecho un análisis de vibraciones sobre las parcelas que están cerca de la vía de tren soterrada que llega a la estación, tal como obliga el informe de abril de 2007 de la Secretaría de Estado de Infraestructuras y Comunicación.

En consecuencia, y con base en las infracciones recogidas en los párrafos A, B, C, D y E, se articula una tacha fundamental relacionada con la falta de posibilidad de participación del público en la materia medioambiental.

En efecto, la tramitación del expediente ha supuesto hurtar el contenido medioambiental al conocimiento del público en cuestiones tan importantes como las expuestas dentro de un procedimiento de evaluación ambiental, algunas de tal trascendencia que generan una ordenación totalmente diferente de todo el entramado urbanístico con cambios absolutamente sustanciales. 

La Ley 27/2006, de 18 de julio, que regula los derechos de acceso a la información ambiental a la participación pública y al acceso a la justicia en materia de medio ambiente, que entró en vigor el 19 de julio de 2006,  incorpora las Directivas comunitaria en la materia (2003/4/CE y 2003/35/CE) de lo que se conoce como "ciudadanía ambiental" que consagrara el Convenio de Aarhus en 1998. En concreto el art. 3 de la mencionada ley en su apartado segundo establece los derechos de participación del público consistirán en:

a. A participar de manera efectiva y real en la elaboración, modificación y revisión de aquellos planes, programas y disposiciones de carácter general relacionados con el medio ambiente incluidos en el ámbito de aplicación de esta Ley.

b. A acceder con antelación suficiente a la información relevante relativa a los referidos planes, programas y disposiciones de carácter general.

c. A formular alegaciones y observaciones cuando estén aún abiertas todas las opciones y antes de que se adopte la decisión sobre los mencionados planes, programas o disposiciones de carácter general y a que sean tenidas debidamente en cuenta por la Administración Pública correspondiente.

d. A que se haga público el resultado definitivo del procedimiento en el que ha participado y se informe de los motivos y consideraciones en los que se basa la decisión adoptada, incluyendo la información relativa al proceso de participación pública.

e. A participar de manera efectiva y real, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación aplicable, en los procedimientos administrativos tramitados para el otorgamiento de las autorizaciones reguladas en la legislación sobre prevención y control integrado de la contaminación, para la concesión de los títulos administrativos regulados en la legislación en materia de organismos modificados genéticamente, y para la emisión de las declaraciones de impacto ambiental reguladas en la legislación sobre evaluación de impacto ambiental, así como en los procesos planificadores previstos en la legislación de aguas y en la legislación sobre evaluación de los efectos de los planes y programas en el medio ambiente.

Estos derechos de participación también se desarrollan en el artículo 16 de la Ley 27/2006 siendo que el art. 18 e) obliga a que las garantías de participación que señala el art. 16.1 a) se exijan "en la elaboración, modificación y revisión de las disposiciones de carácter general que versen sobre las siguientes materias: ... e) Ordenación del territorio rural y urbano y utilización de los suelos", con lo que al acto impugnado al modificar el PGOU y ser el mismo una disposición reglamentaria está bajo al amparo de esos derechos de participación que debe ser "real y efectiva" por exigencia del art. 16.1 de la Ley 27/2006. 

Como es conocido, estos derechos consagrados en la legislación española por trasposición del derecho europeo que se menciona, tienen su antecedente en el Convenio de Aarhus sobre acceso a la información, participación pública y acceso a la justicia en materia de medio ambiente. Su aplicación directa e influencia en el derecho español es reconocida por la Sentencia del Tribunal Supremo Sala 3ª, sec. 5ª, S 25-6-2008, rec. 905/2007. Pte: Fernández Valverde, Rafael (EL DERECHOEDJ 2008/155857) que establece que 
“Pero, al margen de tal soporte constitucional, ha sido, sin ningún género de dudas, en el ámbito internacional y comunitario europeo donde los diversos textos legales y convencionales aprobados, han puesto de manifiesto la necesidad de la transparencia en el ámbito del medio ambiente y la necesidad de ampliar la participación ciudadana en el mismo a través de diversas técnicas.

De entre estos textos debe destacarse, por las consecuencias que de él se han derivado en el ámbito comunitario europeo y en el interno español, el denominado Convenio de Aarhus, esto es el Convenio de la Comisión Económica para Europa de las Naciones Unidas sobre Acceso a la Información, la Participación del público en la toma de decisiones y el Acceso a la justicia en materia de medio ambiente; Convenio hecho en Aarhus (Dinamarca) el 25 de junio 1998, que entró en vigor el 30 de octubre de 2001, y que se asienta sobre tres conocidos pilares:

a) El pilar de acceso a la información medioambiental, compuesto por dos partes diferenciadas: el derecho a buscar y obtener información en poder de las autoridades públicas, y, por otra parte, el derecho a recibir información relevante por parte de las citadas autoridades.

b) El pilar de la participación del público en el proceso de toma de decisiones, que cuenta con tres ámbitos de actuación: la autorización de determinadas autoridades, la aprobación de planes y programas, y, la elaboración de disposiciones de carácter general de rango legal o reglamentario.

c) Por último, el tercer pilar está constituido por el derecho de acceso a la justicia, que pretendiendo, obviamente, garantizar la revisión jurisdiccional de las decisiones que hayan podido violar los derechos reconocidos por el propio Convenio en materia medioambiental, asegura, así, y fortalece la tutela judicial, la efectividad de los derechos reconocidos por el Convenio de Aarhus y la propia ejecución del mismo.

Por lo que a nuestro país se refiere, el citado Convenio de Aarhus fue ratificado el 15 de diciembre de 2004, entrando en vigor el 31 de marzo de 2005, tras la publicación del Instrumento de ratificación en el BOE de 16 de febrero anterior. A nivel europeo el Convenio fue ratificado mediante la Decisión del Consejo de 17 de febrero de 2005 (2005/370 /CE).

La finalidad del mismo es "contribuir a proteger el derecho de cada persona, de las generaciones presentes y futuras, a vivir en un medio ambiente que permita garantizar su salud y su bienestar"; para ello, en su artículo 1 se dispone que "cada Parte garantizará los derechos de acceso a la información sobre el medio ambiente, la participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia medioambiental de conformidad con las disposiciones del presente Convenio".

Así, con carácter general se dispone en el artículo 3 del Convenio que "Cada Parte adoptará las medidas legales, las medidas legales, reglamentarias o de otro tipo necesarias, en particular, las medidas encaminadas a garantizar la compatibilidad de las disposiciones que dan efecto a las disposiciones del presente Convenio relativas a la información, la participación del público y al acceso a la justicia, así como las medidas de ejecución apropiadas, con objeto de establecer y mantener un marco preciso, transparente y coherente a los efectos de aplicar las disposiciones del presente Convenio".

En el Convenio se regula, luego, de forma pormenorizada, el acceso a la información sobre el medio ambiente (artículo 4), la recogida y difusión de informaciones sobre el medio ambiente (artículo 5º), la participación del público en la decisiones relativas a actividades específicas (artículo 6º), así como (artículo 7) la participación en los planes, programas y políticas relativos al medio ambiente, debiendo resaltarse la referencia en el precepto a los planes y programas relativos al medio ambiente, -y no a los proyectos-, de conformidad con el nuevo ámbito evaluador (Evaluación Ambiental Estratégica) introducido por la Directiva 2001/42/CEE, del 27 de junio de 2001, aprobada por el Parlamento Europeo y el Consejo de Ministros, relativa a la Evaluación de determinados planes y programas en el ambiente, a la que enseguida nos referiremos, y que ya ha sido transpuesta al derecho interno español mediante la Ley 9/2006, de 28 de abril EDL2006/36793 (hoy Texto Refundido de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero EDL2008/841 ).

Pero, sobre todo, debemos destacar como, desde un perspectiva jurisdiccional se impone -artículo 9.1- a las legislaciones nacionales la obligación de permitir a (1) toda persona que estime que su solicitud de información no ha sido atendida, o (2) que ha sido rechazada ilícitamente en todo o en parte, o (3) que no ha recibido una respuesta suficiente, o (4), en fin, que no ha recibido en tratamiento previsto en el artículo 4 de dicho Convenio, "la posibilidad de presentar un recurso ante un órgano judicial o ante otro órgano independiente e imparcial establecido por la ley" mediante el "acceso a un procedimiento rápido establecido por la ley que sea gratuito o poco oneroso...").”
Todo ello determina que la administración pública que tutela la elaboración de un expediente como el presente que está sometido a evaluación de incidencia ambiental no puede tramitarlo a espaldas del ciudadano, incorporando o modificando documentos de tanta trascendencia como el estudio de tráfico o de ruido en un momento en que no es posible la participación ya del público de manera real y efectiva porque no ha tenido conocimiento de la información y no tiene base alguna ni plazo abierto para poder dar su opinión. 

La información que se pone a disposición del público tiene que incluir la descripción de los efectos importantes de la actividad propuesta sobre el medio ambiente así como una descripción de las medidas previstas para prevenir o reducir esos efectos, en particular las emisiones, y una sinopsis de las principales soluciones alternativas estudiadas por el autor de la solicitud de autorización y de los principales informes y dictámenes dirigidos a la autoridad pública en el momento en que el público interesado deba ser informado a fin de que se pueda someter a la administración todas las observaciones, informaciones, análisis y opiniones que se consideren pertinentes respecto a la actividad propuesta de tal manera que en el momento de adoptar la decisión se pueda tener debidamente en cuenta el resultado del proceso de participación del público y que, una vez adoptada la decisión por la autoridad pública, el público sea rápidamente informado de ella siguiendo el procedimiento apropiado junto con los motivos y consideraciones en que esa decisión se basa..

 Nada de esto ha ocurrido en el presente expediente. Se ha dado a conocer al público, insistimos, un estudio de tráfico no adaptado al presente Proyecto, sobre el cual se ha realizado un estudio de ruido. Con posterioridad a la posibilidad de participación se ha elaborado un nuevo estudio de tráfico y un nuevo estudio de ruido no motivado por otra cuestión que un cambio de criterio o un error de la Administración (o de los redactores del Proyecto) que a su vez determina el cambio radical de toda la ordenación urbanística prevista. También fuera del periodo de información pública se ha privado a la ciudadanía de los informes finales sobre recursos hídricos e inundabilidad, del texto completo sobre contaminación de suelos de la toda información sobre contaminación lumínica y vibraciones.  Sobre todas estas cuestiones el público no ha tenido conocimiento adecuado y no ha podido decir nada cuando realmente se ha tomado la decisión por parte de la Administración. Basta examinar en el expediente lo desfasadas que están todas las alegaciones medioambientales del proyecto final que ahora se recurre que no tiene nada que ver ambientalmente con el sometido a la información inicial,

Por lo que se refiere a la participación prevista en la Directiva 85/337/CEE para los procedimientos de evaluación ambiental de determinados proyectos públicos y privados en cuanto a las informaciones relativas a las características del proyecto y sus efectos sobre el medio ambiente que ha de ser suministradas al público interesado, la Directiva reproduce las informaciones exigidas en el Convenio de Aarhus ya mencionado e incluye además la necesidad de informar sobre las principales razones que llevaron a la elección del proyecto, frente al resto de alternativas, teniendo en cuenta los efectos medioambientales y “la información distinta de la contemplada en el apartado 2 del presente artículo que sea pertinente para la decisión de conformidad con el artículo 8 y que sólo pueda obtenerse una vez expirado el periodo de información al público interesado de conformidad con el apartado 2 del presente artículo” tal como establece el art. 6.3 c) de la Directiva. 

En cuanto a las modalidades de participación del público en el proceso de decisión, la Directiva establece que se deberán fijar plazos razonables para cada una de las fases, de tal manera que se otorgue tiempo suficiente para facilitar la información y preparar la participación en el proceso de toma de decisiones, debiéndose garantizar además la posibilidad real de expresar observaciones y opiniones en una fase temprana cuando estén abiertas todas las opciones, tal y como también establece el Convenio. La Directiva mejora la calidad de la información que se ha de hacer pública, puesto que una vez adoptada la decisión no sólo ha de ponerse a disposición del público, junto con los principales motivos y consideraciones en los que se basa, como exige el Convenio, sino que también se ha de incluir las condiciones que la acompañan, la información sobre el proceso de participación del público y “cuando sea necesario” una descripción de las principales medidas que se deberán adoptar para evitar, reducir y, si fuese posible, contrarrestar los principales efectos negativos (art. 9.1 de la Directiva 85/337CEE).

Es decir, establecer, como se ha hecho en el presente PSIS un trámite de información pública a los solos efectos formales en materia medioambiental sin que haya habido una posibilidad real y efectiva de participación del público en una materia de tanta importancia como el ruido infringe la normativa del Convenio de Aarhus, la normativa europea citada y por ende la interpretación que debe hacerse de la Ley 27/2006 expuesta.

No se debe olvidar que en el ámbito medioambiental la necesidad de participación ciudadana queda reforzada por la configuración en el art. 45 de la C.E. del medio ambiente como un bien jurídico de cuyo disfrute somos titulares todos los ciudadanos y cuya conservación es una obligación que compartimos todos, los poderes públicos y la sociedad en su conjunto. Por ese motivo el ordenamiento ha de articular mecanismos que permitan y aseguren la efectividad de una participación pública real, como venimos advirtiendo. Nos encontramos con excesiva frecuencia con expedientes complejos en los que las determinaciones iniciales que se someten a información pública luego quedan totalmente desvirtuadas por la aparición de informes posteriores, cambios de criterio, aparición de documentos de organismos oficiales que introducen nuevas variables, errores etcétera que acaban modificando el proyecto de una forma irreconocible para quien sólo hubiera visto los informes iniciales. 

La discrecionalidad de la Administración a la hora de elaborar un expediente de este tipo, no puede convertirse en arbitrariedad permitiendo a los poderes públicos aportar en el momento en que quieran la información que quieran. Ello tiene que tener un límite y este límite en materia medioambiental nos lo está dando la posibilidad real de que el público acceda a la información bien desde un momento temprano o bien cuando la administración tenga afinada la decisión con base en los informes veraces y basados en datos contrastables para poder así tener una idea cabal del proyecto, sus beneficios y perjuicios en materia de medio ambiente. 

De ahí se deriva que nuestro ordenamiento haya de articular mecanismos que permitan y aseguren la efectividad de una participación pública real en el ámbito de la actividad relativa al medio ambiente. Y si es preciso volver a sacar el expediente a información pública con un plazo adecuado y suficiente, habrá de hacerse. Lo que se explicó al público en las jornadas realizadas por la administración cuando se sometió el expediente a información pública no tiene nada que ver en materia medioambiental, al menos en lo que se refiere a ruido, con lo finalmente aprobado y conocido únicamente cuando, interpuesto el correspondiente Recurso Contencioso, se pone a disposición de esta parte el expediente, sin perjuicio de que se haya interesado que se complete dos veces.  

En la propia Ley 30/1992 de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común se determina el principio de participación al determinar que las Administraciones Públicas, en sus relaciones con los ciudadanos, actúan de conformidad con los principio de transparencia y de participación (art. 3.5). En esta misma Ley, art. 84 en relación con el art. 105 c) de la Constitución Española, se recoge el trámite de audiencia en el que pueden participar los interesados y que consiste en poner el expediente administrativo correspondiente de manifiesto a los mismos y ofrecerles la posibilidad de que aleguen y presenten los documentos y justificaciones que consideren necesarios en un plazo determinado. La llamada audiencia del interesado consta de cuatro momentos:

a) acuerdo ordenando el trámite y su notificación a los interesados

b) manifestación del expediente

c) examen del expediente por los interesados.

d) Escrito de alegaciones

El trámite de audiencia se ha de realizar después de llevar a cabo los instrumentos de instrucción necesarios para resolver el procedimiento e inmediatamente antes de redactar la propuesta de resolución. Pues bien, aquí es, como venimos relatando a lo largo de toda la demanda, donde tiene su fallo principal el expediente porque el trámite de audiencia (exposición pública) a los interesados se realiza  como un mero acto formal, pero no inmediatamente antes de redactar la propuesta de resolución, como es evidente del mero examen de las fechas en el expediente, lo que determina que sea un acto perfectamente inútil y sin virtualidad efectiva, cosa que podía haberse subsanado con un nuevo y único acto de exposición pública una vez concluido de manera efectiva el procedimiento, lo que no está vetado de ninguna manera a la administración. 

En definitiva, la información pública tiene por finalidad que la opinión de cualquier persona física o jurídica a la que no le es indiferente la cuestión de fondo planteada en el procedimiento, pueda ser conocida y valorada por el órgano resolutorio, y no sólo en la propuesta inicial de un plan, programa o disposición de carácter general sino también en su caso, de su modificación o de su revisión, porque si no el derecho de participación se hace sencillamente ilusorio al chocar contra decisiones predeterminadas o tan cambiantes que su opinión no sirva de nada porque la administración ha variado el proyecto de tal manera que lo ha convertido en diferente. 

No hay que olvidar que el art. 7 del Convenio de Aarhus firmado por España y esencial a la hora de interpretar toda la normativa referida a la participación remite al art. 6 párrafos 3, 4 y 8 relativo a la participación del público en las decisiones relativas a actividades particulares. El párrafo 3 se remite, a su vez, al párrafo 2 del mismo artículo 6 al decir textualmente “para las diferentes fases del procedimiento de participación del público se preverán plazos razonables que dejen tiempo suficiente para informar al público de conformidad con el párrafo 2 supra”. Este párrafo 2 determina toda la información que se ha de trasladar el público interesado al iniciarse un proceso de toma de decisiones en materia ambiental. Y toda la información es toda la información, no una parte de la misma. Por último, el art. 18 b) de la Ley 27/2006 establece que los postulados en materia de participación se han de observar en relación con la elaboración, modificación y revisión de las disposiciones de carácter general que versen sobre la protección contra el ruido y en general, en su apartado e) en la ordenación del territorio rural y urbano y utilización de los suelos. El público no ha tenido conocimiento de los documentos que integran la evaluación de impacto ambiental del PSIS que recurrimos.

Lo que hemos establecido hasta este momento en el ámbito estatal e internacional nos sirve para interpretar de manera correcta la normativa foral relativa a la evaluación de impacto ambiental de proyectos aplicable, y en concreto los artículos 7 y 8 de la Ley Foral de Ordenación del Territorio y Urbanismo con el siguiente contenido.

“Artículo 7. Participación ciudadana.

1. Las Administraciones públicas procurarán que la actividad de ordenación del territorio y urbanismo se desarrolle conforme a las necesidades y aspiraciones de la sociedad de la Comunidad Foral de Navarra, del presente y del futuro, promoviendo un desarrollo territorial y urbanístico sostenible, suscitando la más amplia participación ciudadana y garantizando los derechos de información e iniciativa de los particulares y de las entidades constituidas para la defensa de sus intereses.

2. En todo caso, cualquiera de los instrumentos de ordenación del territorio o urbanísticos contemplados en esta Ley Foral será sometido a un período no menor de veinte días de participación ciudadana, mediante la exposición pública y, en su caso, audiencia a las entidades locales, previamente a su aprobación definitiva.”

“Artículo 8. Acceso a la información territorial y urbanística.

1. Todas las personas tienen derecho a acceder a la información territorial y urbanística que esté en poder de las Administraciones públicas competentes, sin obligación de acreditar un interés determinado.

Se reconocerá prioridad en el acceso a la información territorial y urbanística a los propietarios y demás afectados por cada actuación urbanística, así como a las entidades representativas de los intereses afectados por las mismas.

2. Las Administraciones públicas podrán denegar la información territorial y urbanística en los siguientes casos:

a. Cuando afecte a los expedientes en los que la legislación básica estatal no reconoce el derecho de acceso a archivos y registros.

b. Cuando se refiera a datos amparados por el secreto de la propiedad intelectual o afecten a la confidencialidad de datos y de expedientes personales.

c. Cuando afecte a documentos o datos inconclusos, sea manifiestamente abusiva, o esté formulada de forma tan general que sea imposible determinar el objeto de lo solicitado.

3. Las solicitudes de información territorial y urbanística deberán ser resueltas en el plazo máximo de dos meses, salvo que la Ordenanza reguladora de la cédula urbanística establezca uno menor.

4. Serán motivadas, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho, las resoluciones que denieguen total o parcialmente la información solicitada.

5. Estas resoluciones agotan la vía administrativa.”

Igualmente, resulta de aplicación el Decreto Foral 93/2006 de 28 de diciembre que en su título segundo, capítulo único, regula la materia sobre evaluación de impacto ambiental de proyectos. 

Así, en el art. 50 de dicho Decreto Foral se establece que el promotor remitirá el estudio de impacto ambiental al Departamento de Medio Ambiente, Ordenación del Territorio y Vivienda para que éste se pronuncie sobre la suficiencia del estudio y el art. 51, en sede de información pública ordena que el estudio de impacto ambiental, una vez admitido, será sometido dentro del procedimiento sustantivo al trámite de información pública y demás informes que en él se establezcan. Llegados a este punto hay que señalar que en el informe de 3 de mayo de 2007 que obra al folio 46 del expediente el Director del Servicio de Ordenación del Territorio y Urbanismo ya advertía que “entre los temas clave desde el punto de vista ambiental hay que destacar los siguientes, que deberán quedar adecuadamente resueltos durante la tramitación del expediente:

· Actuaciones sobre los ríos y soluciones en relación con la inundabilidad de las diferentes áreas incluidas en el PSISI.

· Medidas correctoras a desarrollar en los Proyectos de Urbanización en relación con el cumplimiento de los niveles de ruido en las zonas urbanas.

· Situación tras la aplicación de las medidas correctoras de la calidad ambiental y paisajística del entorno del río Elorz y las Ripas de Barañain.

· -Plan de actuaciones en relación con los suelos contaminados de HUNTSMAN.”

Pues bien, como se verá, todo esto se resuelve parcialmente, cuando se termina el expediente, incorrectamente y sin participación alguna del público, dado que los periodos de información pública (pag. 144 del expediente) y el CD2 no recogen ninguna de estas propuestas y ninguna de estas soluciones.  

Si acudimos al art. 51.5 se establece que a la vista del contenido de las alegaciones y observaciones formuladas se podrá requerir al promotor para que mejore el estudio de impacto ambiental, indicándole los aspectos en que el estudio ha de ser completado o corregido, así como el plazo para realizar dicha mejora. Esto tampoco se ha cumplido. En primer lugar, las modificaciones habidas no son consecuencia de las alegaciones realizadas por el público, sino de factores tan diferentes como nuevas ideas, nuevos estudios o consideraciones diferentes realizadas por el equipo redactor que además no se justifican formalmente en ningún lado. En segundo lugar, debió haber un plazo para que se mejorase o complementase el informe, cosa que no se hizo, dejando a discrecionalidad del promotor el momento en que se podía hacer esto. Pero si vamos al apartado seis del mismo artículo nos dice que “en el caso de que, en virtud de lo dispuesto en el apartado anterior, el estudio de impacto ambiental sea modificado de forma sustancial deberá volver a someterse a un nuevo trámite de información pública junto a las adaptaciones a las que se ha sometido el proyecto inicial.” Con lo cual, es la propia norma foral la que recogiendo correctamente los principios establecidos en el Convenio de Aarhus, las Directivas Europeas y la Ley estatal prevé un nuevo trámite de exposición pública en el caso de que haya “modificaciones sustanciales”. Y a esta parte no le cabe duda de que modificaciones sustanciales las ha habido por lo que estamos mencionando, y no una sino muchas, relativa a las ripas, al ruido, a la inundabilidad, al paisaje, a los suelos contaminados...enumeración que se hace en otro lugar de esta demanda y que por tanto no repetiremos aquí. 

Esta interpretación ha sido acogida por la Sentencia del Tribunal Supremo Sala 3ª, sec. 5ª, S 26-2-2010, rec. 276/2006. Pte: Teso Gamella, Pilar (EL DERECHO EDJ 2010/16451)
“El trámite cuya omisión se denuncia, no obstante, relativo a la participación y audiencia invocadas, con invocación de la infracción de los artículos 105 CE EDL1978/3879, 84.1 y 35 .e) de la Ley 30/1992 EDL1992/17271 , se produce en un procedimiento administrativo que concluye con la designación impugnada en la instancia, y que se encuentra ayuno de regulación legal específica. De modo que, atendida la naturaleza y carácter del trámite de audiencia en el procedimiento de producción de actos administrativos, como es el caso, sería conveniente que se regulara un trámite que permitiera la participación de los interesados en el mismo, dando satisfacción a tal exigencia en conjunción con las imposiciones derivadas de la Directiva de aves citada y con los límites que de la designación administrativa de las zonas de protección se derivan.”
Por tanto, este es el incumplimiento clave, esto es lo que la administración debió hacer si lo que quería era cambiar todo el proyecto. A reforzar todo esto viene que el art. 52.2 regula la propuesta de resolución y el trámite de audiencia, permitiendo que se prescinda de él únicamente cuando no se hayan tenido en cuenta en la propuesta de resolución “otros datos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas por el órgano sustantivo o por el promotor”.

Aunque todo lo anterior no se considerase aplicable siquiera a efectos interpretativos, tenemos que acudir a las fuentes más directas, es decir, la propia Administración, que nos está diciendo que las modificaciones que ha incluido fuera de todo trámite posible de participación pública son “sustanciales”. Así se recoge, examinado el expediente, que con fecha 23 de noviembre de 2009 el Director del Servicio de Ordenación del Territorio y Urbanismo (folio 817 y siguientes) remite nuevamente comunicaciones para informes a las administraciones implicadas en las que dice literalmente que “el pasado 19 de noviembre de 2009, el Departamento de Obras Públicas, Transportes y Comunicaciones remite un documento para la resolución del PSIS que introduce modificaciones sustanciales en el mismo”. Son esas modificaciones sustanciales las que generan un movimiento administrativo de informes para adecuar la información que tienen del expediente a la nueva realidad creada. Se remite a todos...menos al público en general, que no tiene conocimiento alguno de esto hasta la fecha. 

Llegados a este punto, deberíamos hacer referencia a que la Administración, nuevamente, adolece de una esquizofrenia absoluta entre lo que hace y lo que publica. Así, como resultado del trabajo del Seminario de Participación de Navarra, organizado e impulsado por el Centro de Recursos Ambientales de Navarra (CRANA), con la colaboración del Departamento de Desarrollo Rural y Medio Ambiente del Gobierno de Navarra y del Ministerio de Medio Ambiente y Medio Rural y Marino, a partir del año 2006 se elabora un manual de participación pública. En ese manual, impulsado por el propio Gobierno de Navarra se recogen opiniones doctrinales claras sobre lo que significa la participación en materia medioambiental. Así, recogiendo la opinión de Razquin Lizarraga y Ruiz de Apodaca se dice claramente que “En el derecho público, participar significa concurrir en el proceso de adopción de decisiones de los poderes públicos por parte de los ciudadanos. La participación pública puede definirse como la intervención directa de los interesados y el público en general en el proceso de toma de decisiones por parte de los órganos políticos y administrativos, que complementa las instituciones formales de la democracia representativa. En la noción de público se incluyen tanto las personas físicas y jurídicas individuales como los grupos, asociaciones y organizaciones sociales, siendo destacado el papel de estos. Por su parte, el Libro Blanco de la Educación Ambiental en España dice que “La participación es el proceso de compartir decisiones sobre los asuntos que afectan a la vida de uno mismo y de la comunidad en que vive. De forma específica, la participación ambiental es un proceso que posibilita la implicación directa de los ciudadanos en el conocimiento, la valoración, la prevención y la corrección de los problemas ambientales.”

En el manual se recoge que para que la participación pública sea real y efectiva tiene que cumplir una triple funcionalidad:

· Un foro informativo, en el que se informe adecuadamente al público haciendo realidad el derecho de acceso a la información 

· Un foro de consulta y debate, para conseguir las observaciones, sugerencias y comentarios del público en el ejercicio de su derecho a hablar.

· Un foro de participación e intervención en la toma de decisiones, expresando intereses diferentes, para materializar el derecho a ser oído.

Y siguiendo con la opinión de Razquin Lizarraga y Ruiz de Apodaca “Ello exige una profunda revisión de los tradicionales instrumentos de los interesados y el público, como son los trámites de audiencia y de información pública, cuyo carácter formalista ha acarreado la ineficiencia práctica de la intervención social en los procedimientos ambientales. Por ello, las exigencias de participación efectiva y real de la Ley 27/2006 no se satisfacen con la introducción y aplicación de estos trámites en la toma de decisiones en los asuntos ambientales.”

Obviamente, en un procedimiento como el presente no estamos pretendiendo ir a un desideratum más allá de la aplicación pura y simple de la Ley, pero entendemos que debe compararse dónde está la sociedad y dónde está la Ley 17/2006 y el procedimiento seguido por la administración en este PSIS que no podemos dudar en calificar de meramente formal a la vista de las actuaciones realizadas.

Nos remitimos al documento citado, que añade esquemas de procedimiento en los que, en el caso de que haya modificaciones sustanciales, se retrotrae al momento de información pública y que obra en internet remitiéndonos a este archivo si fuese negada su realidad o su contenido de contrario.
http://www.crana.org/contenido.asp?idBD=1&idSubArea=526&idDocumento=7410
En el presente supuesto, basta con leer la adenda del Estudio de Impacto Ambiental de junio de 2009 que figura en el CD 3 y no sometida a información pública para ver que el público no ha podido sencillamente tener acceso a esa información medioambiental, como por otra parte a nada del contenido de los estudios incluidos en dicho soporte documental, lo que ya de por si completa el vicio que venimos alegando. Todas las modificaciones propuestas y su importancia medioambiental vienen recogidas en el denominado “Informe de modificaciones” recogido en este CD 3 y , en especial en materia ambiental sobre ruidos y suelos contaminados (sobre los que se prevé la realización de una evaluación cualitativa de riesgos y un plan de saneamiento que no aparecen en ninguna parte) en las páginas 57 a 62. 

Por si fuera poco, la propia Declaración de Incidencia Ambiental aprobada  por resolución 2666/2009 de 30 de diciembre del Director General de Medio Ambiente y Agua, publicada en el Boletín Oficial de Navarra con fecha viernes 12 de febrero de 2010 establecen en los antecedente que “con fecha 10 de septiembre de 2009, la Directora del Servicio de Proyectos, Ferrocarriles y Obras Hidráulicas remitió el “Proyecto de Parque residencial Camino de Santiago” encuadrado dentro de la “Modificación del Plan de desarrollo del área de la nueva estación del tren de alta velocidad y del área de la antigua estación del tren de Pamplona” a los efectos de la Declaración de Incidencia Ambiental. En el Plan Modificado se han incluido un conjunto de cambios como consecuencia de las alegaciones, de las propuestas efectuadas por promotores y por los propietarios de suelo en el ámbito del PSIS y teniendo en cuenta los condicionantes ambientales” A continuación enumera las principales modificaciones que han surgido.

Es decir, la propia administración reconoce la existencia de estas modificaciones medioambientales, pero no sólo en relación con las alegaciones realizadas en el trámite de información pública, sino también por otras, realizadas extemporáneamente por “promotores” y por los “propietarios del suelo”. La referencia a los promotores es curiosa porque son ellos mismos los que modifican su proyecto inicial por propia iniciativa. Igualmente curiosa la referencia a los “propietarios de suelo”, categoría que al parecer utiliza Gobierno de Navarra para diferenciarlos del público en general y darles un cauce específico fuera del genérico contexto de participación pública. Teniendo en cuenta que sus alegaciones llegaron además fuera de plazo, esta actuación administrativa entendemos que quebranta seriamente el principio de igualdad del art. 14 de la Constitución y desde luego la administración no ha actuado con la necesaria imparcialidad. Prescindiendo del anterior comentario, el propio órgano ambiental reconoce que el proyecto sobre el que se pronuncia es el remitido con fecha 10 de septiembre de 2009, es decir, un nuevo proyecto que no ha sido sometido de ninguna manera a información pública tal como venimos reiterando y denunciando a lo largo de la presente demanda. Así, la administración reconoce más adelante que “las modificaciones realizadas han tratado de incorporar todas las medidas requeridas en el informe previo a la exposición del público”, lo que supone un reconocimiento explícito de que no se han incorporado todas las medidas que el propio Servicio de Calidad ambiental estaba exigiendo para que se incorporasen a lo largo de la tramitación del expediente. Por otro lado se reconoce que “La valoración del impacto final se ha analizado en el documento denominado Adenda del Estudio de Incidencia Ambiental de junio de 2009”, con lo que nuevamente la Administración reconoce que esa  valoración final de carácter ambiental no se ha puesto a disposición del público lo que vulnera el derecho de este a ser informado sobre cuestiones de medio ambiente y a participar de forma real y efectiva en el proceso.

Según la recurrente, la actuación administrativa descrita en la demanda igualmente conculca el artículo 45.2, apartado d) de la Ley Foral 35/2002 que establece como parte fundamental del procedimiento de formulación y aprobación de los PSIS el sometimiento del expediente por plazo mínimo de un mes a los trámites simultáneos de información pública y de audiencia a los Ayuntamientos sobre los que incida el Plan o Proyecto. Trámite de información pública que también recoge el artículo 86 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común que también se entiende infringido.

La participación ciudadana se articula en nuestro Ordenamiento Jurídico como mecanismo de control de la actuación administrativa. Se trata de que los interesados tengan conocimiento del proyecto en cuestión y a la vista del mismo formular alegaciones.

Esta parte entiende que las modificaciones descritas tienen sin ningún género de dudas la consideración de sustancial, de manera que se ha dejado en indefensión a los ciudadanos y concretamente a la ahora recurrente, lo que hace que el acto recurrida adolezca de un defecto de nulidad tal y como predica el Tribunal Supremo en sentencias como la de su Sección 5ª de 5 de septiembre de 2005, recurso nº 1054/2002).

Esta Sala ya se ha pronunciado acerca del carácter de sustancial cuando en un expediente de similares características se ha procedido a la reducción del ámbito de actuación (STSJN Sala de lo Contencioso-Administrativo, sección 1ª de 18 de mayo de 2007, nº 326/2007).
QUINTO.- FONDO DEL ASUNTO. INFRACCION DEL ARTÍCULO 53.3 DEL DECRETO FORAL 93/2006

Cabe todavía la denuncia de un nuevo incumplimiento del art. 53.3 del Decreto Foral 93/2006 de 28 de diciembre y es que, para evitar un cambio en las circunstancias que acabe con lo que es el sentido y la finalidad de la evaluación ambiental se establece que “la declaración de impacto ambiental deberá ser emitida en el plazo máximo de seis meses a contar desde la admisión del estudio de impacto ambiental y se publicará en el Boletín Oficial de Navarra”. La solicitud es de fecha 28 de noviembre de 2006 (folio 7 del expediente) y se resuelve con fecha 30 de diciembre de 2009, más de tres años más tarde, con lo que se ha prescindido total y absolutamente de las normas de procedimiento de aprobación de la Declaración de Incidencia Ambiental (art. 62.1 e) de la Ley 30/1992 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y el Procedimiento Administrativo Común. La nulidad de la Declaración de Incidencia arrastra consigo la del PSIS dado que el propio art. 53.4 establece que “Los proyectos sujetos a evaluación de impacto ambiental no podrán autorizarse o ejecutarse sin haber formulado la correspondiente declaración de impacto ambiental.”

SEXTO.- FONDO DEL ASUNTO. INFRACCION DE LA LEGISLACIÓN Y ARGUMENTACIÓN SOBRE ALTERNATIVAS
Otro de los motivos del presente recurso, es que para esta parte, en el Procedimiento de aprobación del Proyecto no se ha cumplido con los requisitos establecidos en la legislación estatal que regula el procedimiento de evaluación ambiental como la normativa europea en la materia, por lo cual no se da un adecuado cumplimiento de las condiciones de protección del medio ambiente y la minimización de los impactos ambientales, que se exige. 
Tras la Directiva 97/11 el art. 5.3 (cuarto inciso) de la Directiva 85/337 exige que entre la información a remitir, se añada “una exposición de las principales alternativas estudiadas por el promotor y una indicación de las principales razones de su elección, teniendo en cuenta los efectos medioambientales”. 
De esta manera el propio Real Decreto Legislativo 1302/1986 (RDL 1302/86), de evaluación de impacto ambiental, modificado por la Ley 6/2001 y derogado por el Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental de proyectos que también recoge esta obligación en su actual artículo 6, y aplicable en el momento en que el expediente se inició y fue sometido al trámite de información pública, recogía, en su articulo 2º, literalmente el texto de la Directiva y el Real Decreto 1131/1988 (RD 1131/88), a la hora de regular el Estudio de Impacto Ambiental exigiendo alternativas prácticamente en todos los elementos a considerar indicados en los arts. 7 a 12 del mismo.

El principal problema o carencia es que para la instalación del Parque Residencial que se propone no se ha examinado alternativa alguna ni para el propio proyecto en si, ni en de las diferentes opciones de estudio utilizadas a la hora de valorar los diferente impactos ambientales, ni las medidas correctoras. Por ello conviene recordar que “alternativa” quiere decir optar entre dos o más cosas, por lo que no solo habrá que considerarlas, sino precisar por qué se opta por una en detrimento de otra u otras.

De esta manera nos encontramos con un incumplimiento con respecto al ya mencionado articulo 2 del RDL 1302/86, actual art. 6 del Real Decreto Legislativo 1/2008, ya que en el proyecto objeto del presente recurso el promotor no ha expuesto ninguna alternativa al mismo, y tampoco indica cuales han sido las razones para su elección en detrimento de otras. Si que podemos apreciar a la hora de examinar el apartado relativo a “Justificación del Proyecto”, una serie de razonamientos de la idoneidad que para el promotor tiene su proyecto, Lo verdaderamente relevante es que ni se menciona ninguna otra alternativa estudiada y por lo tanto no se da un examen de las distintas alternativas técnicamente viables, y una justificación de la solución propuesta. Lo cual para esta parte significa un incumplimiento de la citada normativa de Impacto Ambiental. 

No hay que olvidar, que el legislador estatal, al recoger con carácter de normativa básica, la necesidad de indicar las alternativas al proyecto, entendió de esa manera que era preciso que los proyectos sujetos al procedimiento de evaluación de impacto ambiental, debían adquirir un mayor grado de “fiabilidad y confianza”, al poder elegir entre varias alternativas posibles. Algo que en el caso que nos ocupa no se da.

En este mismo sentido, en los artículos 7 al 12 del RD 1131/88, actualmente vigentes, se establece la necesidad de examinar las distintas alternativas a la hora de describir los proyectos y sus acciones (art 8), al fijar el inventario ambiental y describir las interacciones ecológicas y ambientales claves, realizando un estudio comparativo de la situación ambiental actual y futura, con y sin la actuación derivada del proyecto objeto de la evaluación, para cada alternativa (art 9), también a la hora de identificar y valorar los impactos (art 10), y por último al proponer las medidas protectoras y correctoras, y fijar el programa de vigilancia ambiental, también se establece la obligación de prever las posibles alternativas.(art 11).

Pues bien, el promotor no considera ni una sola alternativa viable ya que, no es que no las examine, es que ni siquiera menciona alguna como posible. Por lo tanto su proyecto carece de justificación alguna con respecto a otras posibilidades.

Además, en ningún momento los autores del Estudio de Impacto Ambiental se plantean de forma seria la alternativa cero o en su caso buscar una alternativa con una ubicación diferente. 
No corresponde a esta parte, analizar si la propuesta realizada por el Gobierno de Navarra es la mejor y la más adecuada para instaurar un parque residencial nuevo, con sector terciario, teniendo en cuenta las otras opciones que se pueden barajar según la propia Estrategia Territorial de Navarra. Pero si correspondía al promotor, por mandato legal, el haber justificado su elección comparándola con otras alternativas, o por lo menos realizar una motivación del por qué no ha tenido en consideración ninguna otra posibilidad, ya que nos encontramos ante una vulneración de la normativa estatal en materia de Evaluación de Impacto Ambiental, que por lo menos merece su justificación. No es lo mismo colocar una estación de tren que hacer un barrio nuevo con las dimensiones del que se pretende.

Como dice la Sentencia del Tribunal Supremo Sala 3ª, sec. 5ª, S 15-3-2006, rec. 8394/2002. Pte: Fernández Valverde, Rafael (EL DERECHOEDJ 2006/65446)
“Es propio de la naturaleza de Estudios de Impacto Ambiental que especifiquen las distintas alternativas de la solución adoptada. Así lo exige el artículo 5.1 y epígrafe 2 del Anexo III de la Directiva 1985/337, el artículo 2-1-b) del R. D. L. 1302/86 y los artículos 7, 8, 9 y 10 de su Reglamento aprobado por R. D. 1131/88, de 30 de septiembre . Entre las distintas alternativas se encuentran también las referentes al emplazamiento, siendo muy revelador a este respecto el artículo 5.2 de la Directiva 1985/337, que incluye entre las informaciones que el maestro de obras debe proporcionar la "descripción del proyecto que incluya informaciones relativas a su emplazamiento".
Esta jurisprudencia del Alto Tribunal es recogida por otros Tribunales Superiores de Justicia que como la Sentencia del TSJ de Canarias (sede Las Palmas) Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 2ª, S 9-12-2009, nº 237/2009, rec. 356/2005. Pte: García Otero, César José (EL DERECHOEDJ 2009/378531) sienta que “La interpretación llevada a cabo por este Tribunal, supone la aplicación de una línea jurisprudencial del Tribunal Supremo, que se reitera en la reciente sentencia de 30 de octubre de 2009, en la que se citan las sentencias del mismo Tribunal de 30 de octubre de 2003, 3 de marzo de 2004 y 15 de marzo de 2006, que proclama que: " (...) los planes urbanísticos son equiparables a los proyectos de obras o actividades regulados en la citada Directiva comunitaria 85/337/CEE, de 27 de junio, sobre la evaluación de las repercusiones de determinados proyectos públicos y privados en el medio ambiente (modificada luego por la Directiva 97/11 / CE, de 3 de marzo e incorporada al derecho español por el Real Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 de junio EDL1986/10997 ), cuando en la ordenación detallada contenida en ellos se prevean y legitimen dichas obras o actividades. Precisamente porque es el plan urbanístico el que califica con precisión el suelo, con carácter vinculante sobre los proyectos de obras de naturaleza urbanística que luego se aprueben en ejecución del mismo (v.g. proyectos de urbanización). Es en la fase de planeamiento -y no en la posterior de aprobación del proyecto de obras o actividad- en la que se podrán discutir las posibles alternativas sobre su trazado, emplazamiento, uso, volumen, alturas, etc. Carece de sentido limitar la evaluación ambiental exclusivamente a la fase última del proceso urbanístico, de aprobación del proyecto técnico de la obra de urbanización, en la que por lo general ya no se pueden plantear más alternativas que la establecida en el Plan del que trae causa. A lo anterior ha de añadirse, a efectos meramente ilustrativos, que a día de hoy, tras la entrada en vigor de la Directiva 2001/42 / CE, de 27 de junio, del Parlamento Europeo y del Consejo, de evaluación de los efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente y su transposición y desarrollo mediante la Ley estatal 9/2006, de 28 de abril y las correlativas autonómicas, se ha despejado toda duda al respecto, quedando claro que los planes urbanísticos deben someterse antes de su aprobación definitiva a un procedimiento específico de "evaluación ambiental estratégica", en los supuestos y forma previstos en esa legislación. Ello sin perjuicio de que, en una fase posterior, los proyectos de urbanización deban también en su caso someterse al procedimiento de evaluación de impacto ambiental regulado en el actual Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero EDL2008/841 ,aprobatorio del Texto Refundido de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental de proyectos(que los incluye en su Anexo II, grupo 7 .b)."

Y ese estudio de alternativas debe incluir preceptivamente la denominada “alternativa 0”, o posibilidad de que el plan o programa, en este caso el proyecto urbanístico pretendido no se lleve a efecto de ninguna de las maneras por no ser medioambientalmente sostenible, como recoge acertadamente la Sentencia del TSJ de Cataluña Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 3ª, S 8-3-2010, nº 199/2010, rec. 14/2008. Pte: Martín Coscolla, Pilar (EL DERECHOEDJ 2010/123126)
“Pues bien, basta comparar estas exigencias con el contenido del informe ambiental que obra en el expediente administrativo, para constatar la insuficiencia del mismo fundamentalmente por no contener referencia alguna al núcleo residencial de las viviendas de los actores y por no haber efectuado ningún análisis de alternativas, incluida entre otras la alternativa cero o no realización del plan o programa.

En este punto no pueden aceptarse las manifestaciones de las partes demandadas de que no era preciso el estudio de alternativas porque nos encontramos sólo ante un vertedero ya preexistente y su ampliación; y no pueden aceptarse porque de lo que se trata es de posibilitar la ampliación multiplicando por tres la superficie inicial, por lo que se puede decir que lo accesorio es lo que había y lo principal lo que se podrá hacer, amén de que el vertedero inicial no tuvo en su momento tampoco un análisis de alternativas y de que las celdas E tienen todavía "sub iudice" la corrección de su licencia de obras y de su autorización ambiental, pues las sentencias de fechas 20-7-07 (recurso 696/03) EDJ2007/223322 y 31-7-06 (recurso 383/03) EDJ2006/412327 que las anularon están pendientes de la resolución de los recursos de casación planteados en su día”.
SEPTIMO.- FONDO DEL ASUNTO. VULNERACIÓN DEL ARTICULO 43 DE LA LOT Y DE LA DIRECTIVA MARCO DEL AGUA

A) Los apartados a) y f) del artículo 45.2, de la Ley Foral 35/2002, de Ordenación del Territorio y Urbanismo determinan que es el Gobierno de Navarra el competente para considerar el PSIS. Así el acuerdo que adopte deberá valorar y fiscalizar el cumplimiento de los requisitos exigidos para este tipo de herramienta urbanística y más concretamente los previstos en el artículo 43 del mismo texto legal. 

Esta parte denuncia que el acuerdo ahora recurrido ha vulnerado el artículo 43.1 g) de la LOT por cuanto que no analiza ni examina la propuesta de viabilidad económica, sobre todo, teniendo en cuenta que el texto que se le somete a consideración es muy diferente al que definitivamente aprueba. INCLUIR LOS INFORMES DE ADIF SOBRE LA INDETERMINACIÓN DE LAS CANTIDADES CORRESPONDIENTES A LAS CARGAS. El propio escrito realizado por los propietarios del suelo que se pretende urbanizar y que se ha tenido en cuenta, siquiera extemporáneamente, ya introduce incertidumbres claras con respecto a la viabilidad económica que se pretende y que no han sido solucionadas en modo alguno en el informe final añadido al texto refundido (CD4)

B) Por otra parte, esta representación denuncia la vulneración del artículo 43, apartado cuarto de la Ley de Ordenación del Territorio y la jurisprudencia de esta Sala de lo Contencioso Administrativo en sentencias como la nº 304/2008, de 12 de junio. En ésta dice de un Proyecto Sectorial de Incidencia Supramunicipal que “tiene una naturaleza urbanística (de ejecución-ordenación ejecutiva) y tiene por objeto regular la implantación territorial de infraestructuras o instalaciones del sistema de transportes, hidráulicas, de gestión medioambiental, energéticas, de telecomunicación y cualesquiera otras análogas, cuya incidencia trascienda, por su magnitud, importancia o sus especiales características, al municipio o municipios sobre los que se asienten. Estos proyectos deben tener un contenido suficiente y preciso como para poder describir adecuadamente su implantación en el territorio y poder analizar sus interacciones e impactos sobre el mismo”

Consideramos que la tramitación del expediente ha sido irregular y falta de rigor, pero dejando a un lado este tipo de consideraciones, lo cierto es que la versión que finalmente se somete a aprobación de Gobierno de Navarra y que por éste es admitida, sigue siendo incompleta cuando la vigencia del acuerdo queda condicionada a la introducción de nuevos cambios en el PSIS. Cambios que se acometen con posterioridad al trámite de información pública, más cambios adicionales que la promotora introduce motu propio y que han sido debidamente reseñados en los antecedentes de hecho de este escrito. 

C) Vulneración del articulo 43.1 f) de la LOT

Esta parte estima que el Estudio de Incidencia Ambiental que forma parte del PSIS ahora recurrido adolece de poco rigor y profundidad en el análisis del impacto ambiental del presente PSIS. Más concretamente nos referimos al estudio de las afecciones ambientales hidrológicas, que en un primer momento se considera insuficiente por el Servicio de Integración Ambiental y que a pesar de haberse añadido un estudio hidrológico con posterioridad, esta representación entiende totalmente incompleto.

Basamos nuestra postura en el estudio que publica el propio Departamento de Ordenación del Territorio, Vivienda y Medio Ambiente en marzo de 2007 denominado “Documento Técnico para la Participación Pública de la Cuenca del Arga” (documento nº 2 de la demanda). Se trata de un documento elaborado por el Departamento de Ordenación del Territorio, Vivienda y Medio Ambiente, con la colaboración de la Comisión de Agua de la Administración y de la Confederación Hidrográfica del Ebro. Su finalidad, en cumplimiento de la Directiva Marco del Agua (2000/60) y de la Estrategia para la Gestión y el Usos Sostenible del Agua en Navarra es generar un informe con un diagnóstico, objetivos y medidas consensuadas destinadas al Plan Hidrológico de la Cuenca del Ebro, al desarrollo de la Estrategia para la Gestión y el Uso Sostenible del Agua de Navarra, así como la adopción de compromisos concretos por parte de las administraciones locales, empresas y otras entidades ciudadanas para la conservación del río Arga. 

En dicho informe se analizan datos oficiales de Gobierno de Navarra y de la Confederación Hidrográfica del Ebro a partir de los que se aborda un diagnóstico general de la subcuenca del río Arga: características naturales, usos humanos, caudales, así como la calidad del agua y de los ecosistemas asociados. Además expone, por tramos del río y masas subterráneas, los impactos y presiones, los principales problemas y las posibles medidas de mejora. 

El Estudio Hidrológico del Estudio de Incidencia Ambiental del PSIS no concluye absolutamente nada sobre los vertidos que a través de los ríos Elorz y Sadar van a ir a aparar al río Arga y si con ello se van a comprometer los objetivos de calidad definidos por el Plan Hidrológico de la cuenca del Ebro aprobado en 1998. Sin embargo, en el Documento Técnico para la Participación Pública de la Cuenca del Arga se detecta que la calidad del río en ese tramo está por debajo de los objetivos. En consecuencia, difícilmente puede concluirse que los vertidos, independientemente de su naturaleza vayan a permitir que se cumplan los objetivos establecidos. 

Para una mejor comprensión de lo expuesto, se resumen brevemente el análisis y conclusiones del Documento Técnico para la Participación Pública de la Cuenca del Arga.

Dicho texto, define el marco normativo siendo que actualmente rige el Plan Hidrológico de la Cuenca del Ebro aprobado en 1998, si bien está siendo revisado y deberá incorporar los requerimientos establecidos por la Decisión Marco del agua en 2009. El primer objetivo del nuevo Plan Hidrológico es conseguir el buen estado y la adecuada protección del dominio público hidráulico. 

En un diagnóstico de la subcuenca del río Arga se analizan los usos humanos. Así se constata que la demanda de agua en 2002 es del 100% del que el consumo agrario supone el 38,9%, igual que el consumo urbano, siendo el consumo industrial del 22%. También se establece como consumo estimado para 2018 del 121%.

Los caudales en la cuenca del río Arga se caracterizan por la irregularidad interanual de los recursos. Ello introduce un elemento de incertidumbre en la estimación y gestión del recurso, lo que puede llegar a provocar situaciones de escasez de agua. Destaca el estudio como en los meses de junio a septiembre es cuando se produce solo el 10% de los recursos medios anuales, siendo esta época en que es mayor la demanda de agua. 

El régimen real del río Arga tiene un comportamiento bastante próximo al natural. No obstante, cuestiones como los embalses, las tomas de agua para abastecimiento y regadío, las centrales hidroeléctricas, etc, generan detracciones de agua que en periodos estivales provocan una clara disminución del caudal del rió respecto al régimen natural. También en este sentido destaca la aportación al Arga de la depuradora de Arazuri que en verano puede ser mayor que el caudal del río. 

La Directiva Marco del Agua introduce el concepto de estado ecológico que obliga a replantear los caudales mínimos que deben circular por los diferentes tramos de los ríos. Con el término caudal ecológico se designan los niveles de caudal que deben mantenerse en un tramo de río sometido a algún tipo de regulación, para favorecer un nivel de funcionalidad aceptable de los ecosistemas fluviales.

Según el Plan Hidrológico del Ebro el caudal ecológico que hay que respetar es el equivalente al 10% de la aportación media interanual en régimen natural.  El estudio ha verificado por tramos los días al año que entre 1991 a 2002 se incumple ese 10% y el Arga en Arazuri, es decir inmediatamente antes de alcanzar el tramo del río donde se emitirán los vertidos del PSIS es de 115.

El estudio se refiere a la calidad del agua de la cuenca del Arga analizando los controles de parámetros fisicoquímicos y biológicos a través de las redes del Gobierno de Navarra y de la Confederación Hidrográfica del Ebro. El Plan Hidrológico de la cuenca del Ebro de 1998 estableces los objetivos de calidad del río.  Según el estudio, el Arga aguas abajo del vertido EDAR de Pamplona hasta Puente la Reina no alcanza dichos objetivos de calidad. Incluso se indica que en el supuesto de que la clasificación se realizara de forma más rigurosa, considerando más parámetros que los meramente imperativos, los resultados serían peores.  Se llega a indicar que como resultado del análisis de presiones e impactos realizados en el Arga, el tramo en cuestión se ha clasificado como de riesgo alto de incumplir los objetivos de la Directiva Marco del Agua.  

En cuanto a la calidad biológica, el estudio destaca que el río a su entrada a Pamplona la va perdiendo hasta ser muy mala aguas debajo de la EDAR de Pamplona. 

A la vista del estado del río Arga, el estudio incluye un título de problemas y propuestas de soluciones que en relación al tramo que incluye el PSIS que estudiamos son los siguientes. 

Los principales problemas de las masas de agua de esta zona del Arga se clasifican en riesgo alto de no alcanzar los objetivos ambientales de la Decisión Marco del Agua. Las presiones de este tramo son básicamente las relacionadas con la contaminación que arrastra el río desde Pamplona por vertido de aguas residuales urbanas e industriales. Por ello, se propone mejorar el control y vigilancia sobre los vertidos. También resultan preocupantes, por insuficientes, los caudales mínimos que no alcanzan el buen estado ecológico del río, debido principalmente por las extracciones de agua que deben ser controladas. 

Por todo lo expuesto, consideramos que la Evaluación de la capacidad de recepción de vertidos del río Arga a través de sus afluentes ni de los afluentes mismos no analiza la capacidad real del río ni las afecciones al ecosistema fluvial y especies asociadas. Entendemos que la Evaluación es incompleta e inexistente porque no analiza los caudales de vertido y tampoco la detracción del agua no potable que existirá en ese mismo punto (se prevén usos industriales) y que por tanto contribuirá a concentrar más el vertido y hará más difícil su dilución extendiéndose la contaminación de forma más severa aguas abajo.  A su vez, la Evaluación tampoco integra el aspecto de impermeabilización de las superficies y alteración de la escorrentía superficial. No contiene una caracterización de las pluviales y podría ser insuficiente el sistema de depuración antes del vertido.  Afirmamos igualmente la insuficiencia de la Evaluación porque no general un escenario futuro en el que se avalúen los efectos sinérgicos de otros proyectos (¿qué repercusiones reales tendrá en el río la concentración de vertidos, detracciones y regulaciones de la masa de agua?). 

En resumen, la Directiva Marco del Agua Europea fue aprobada en 2000 (2000/60/CE) con el propósito de establecer un marco de protección para todas las aguas superficiales continentales que previniera su deterioro y que promoviera su uso sostenible gracias a su protección a largo plazo.  A tales efectos obliga a aplicar las medidas necesarias para proteger las aguas, y regenerar las que se encuentre en mal estado.  Tales medidas se han de basar en un buen conocimiento de las cuencas hidrográficas, de las causas que deterioran los ecosistemas acuáticos y en el seguimiento del estado de las aguas. 

Para cada demarcación (la cuenca del Ebro es una de ellas) se deben seguir, entre otras estas actividades: estudiar las repercusiones de la actividad humana en el estado de las aguas, elaborar un registro de zonas protegidas relacionadas con el agua, vigilar el estado de las aguas y de las zonas protegidas, tener en cuenta la recuperación de los costes de los servicios relacionados con el agua y definir planes de medidas que faciliten la consecución de los objetivos ambientales y el suministro en buen estado. 

El calendario de las principales actividades de la Directiva es el que sigue siendo que únicamente resta el cumplimiento de los objetivos marcados por dicha normativa:

Diciembre de 2004. Debe completarse al análisis de las características de las demarcaciones, el estudio de las presiones e impactos que afecten al agua.

Diciembre de 2006. Los programas de vigilancia deben ser operativos para la gestión del agua. 

Diciembre de 2008. Deben presentarse al público los planes de gestión de las cuencas hidrográficas, para ser publicados un año más tarde. 

Diciembre de 2015. Las aguas deben alcanzar el “buen estado”.

Según la Directiva, las medidas de los planes de gestión han de comprender entre otras la reducción de vertidos mediante limitaciones y controles de emisión de sustancias contaminantes o la ampliación y mejora de los sistemas de depuración de vertidos y gestión de residuos. 

En el Estudio de Incidencia Ambiental de este PSIS no se han analizado las características oficiales de la subcuenca del río Arga ni los impactos que la actividad pretendida puede tener sobre ella. Por otra parte, se ha obviado un análisis de la gestión del agua que la actividad va a requerir, así como su adecuación a los programas de vigilancia. 

Hay que partir de que ya vamos con retraso porque no se cumple lo establecido en la propia normativa comunitaria dado que no se han elaborado ni publicado los planes de gestión de los que venimos hablando, lo que deja un espacio de falta de control que la propia Administración encargada de su cumplimiento obvia en sus determinaciones. 

Pero es que además en el presente PSIS no se define en absoluto la solución a los vertidos de las aguas residuales, fecales y pluviales de sendos ámbitos como requiere la Mancomunidad de la Comarca de Pamplona porque ni siquiera se cuenta con un estudio exhaustivo de las necesidades ni previsiones del suministro de agua para el consumo ni se define de dónde va captarse el agua, ni qué cantidad va a ser necesaria y no se define la realización de una Estación Depuradora de Aguas Residuales (EDAR). Tampoco se concreta el estado actual de la calidad de las aguas del Río Elorz ni del Sadar a fin de saber si el coste y mantenimiento de una infraestructura urbanística como la que se pretende es medianamente sostenible en cuanto a la calidad de las aguas, siendo que, como se recoge en la evaluación ambiental, hay especies de interés comunitario como el visón europeo cuyo hábitat se encuentra actualmente en estos tramos.

NOVENO.- Las costas de este procedimiento deberán imponerse a la Administración demandada.

En su virtud,

SOLICITA A LA SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE NAVARRA que teniendo por presentado este escrito, lo admita y tenga por formalizada la DEMANDA frente al Acuerdo del Gobierno de Navarra de fecha 18 de Enero de 2010 por el que se aprueba el Plan Sectorial de Incidencia Supramunicipal para el Desarrollo del Área de la Nueva Estación del Tren de Alta Velocidad y del Área de la Antigua Estación de Tren de Pamplona, promovido por el Departamento de Obras Públicas, Transportes y Comunicaciones y conforme a los fundamentos de hecho y de derecho de la presente demanda declare el citado acuerdo contrario a derecho con imposición de costas a la contraparte si se opusiere a la presente demanda por ser justicia que se pide en Pamplona a veinticinco de noviembre de dos mil diez.

LDA. IDOIA ZULET GALE             LDO. EDUARDO SANTOS ITOIZ

Colegiada 1691 de Pamplona        Colegiado 1690 de Pamplona

Fdo. RICARDO BELTRÁN GARCIA

Procurador

PRIMER OTROSI DICE: Que a los efectos de determinación de la cuantía, ésta se señala como indeterminada si bien se considera en todo caso superior a 150.000 €.

En su virtud,

SOLICITA A LA SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE NAVARRA: Que tenga por hecha la anterior manifestación a los efectos establecidos en el art. 40 de la Ley de Jurisdicción por ser de justicia lugar y fecha "ut supra".

LDA. IDOIA ZULET GALE             LDO. EDUARDO SANTOS ITOIZ

Colegiada 1691 de Pamplona        Colegiado 1690 de Pamplona

Fdo. RICARDO BELTRÁN GARCIA

Procurador

SEGUNDO OTROSI DICE: Que al amparo de lo dispuesto en el art. 60.1 de la Ley de Jurisdicción Contencioso-Administrativa solicita el recibimiento a prueba, en el momento procesal oportuno, que versará  sobre los puntos de hecho de la presente demanda.

Por lo expuesto,

SOLICITA A LA SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE NAVARRA Que tenga por hecha esta manifestación a los efectos legales oportuno. Es justicia que pide en lugar y fecha "ut supra".

LDA. IDOIA ZULET GALE             LDO. EDUARDO SANTOS ITOIZ

Colegiada 1691 de Pamplona        Colegiado 1690 de Pamplona

Fdo. RICARDO BELTRÁN GARCIA

Procurador

TERCER OTROSI DICE: Que junto con este escrito se devuelve a la Sala el original del expediente administrativo que se entregó a esta parte para formalizar la demanda, por lo que,

SOLICITA A LA SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE NAVARRA Que tenga por hecha esta manifestación y por devuelto el expediente administrativo a todos los efectos legales por ser de justicia que pide en los mismos lugar y fecha.

LDA. IDOIA ZULET GALE             LDO. EDUARDO SANTOS ITOIZ

Colegiada 1691 de Pamplona        Colegiado 1690 de Pamplona

Fdo. RICARDO BELTRÁN GARCIA

Procurador
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